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Presentación 



I. Este libro pretende analizar los cambios introducidos por la Ley Orgánica 1/2009 y la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, publicadas en el BOE con fecha 4 de noviembre, y dirigidas a la implantación de la nueva Oficina Judicial.

A pesar de lo que podría parecer si nos fijamos en el volumen de artículos afectados en la reforma, en realidad los cambios sustanciales no son tan numerosos e importantes. Por eso, los autores hemos considerado que el libro que aborde su comentario debe centrarse, más que en el análisis pormenorizado de cada uno de los preceptos modificados, en el estudio sistemático y selectivo de las materias reformadas, consideradas globalmente. Aunque ello sin perjuicio de considerar, con el máximo detenimiento, aquellos cambios que sí van a conllevar una alteración del procedimiento.

Con esta fórmula pensamos que los lectores van a poder conocer y consultar de una forma más rápida y ligera -pero también completa-, las modificaciones que se han introducido en cada una de las leyes procesales y que realmente han supuesto un cambio significativo en algún aspecto de las mismas.

II. Por consiguiente, la estructura básica del presente libro esté conformada a través de capítulos independientes, aunque interrelacionados: uno por cada una de las leyes que se modifican, con especial hincapié en la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, que es la que más ampliamente se reforma. En ella se diferencian a su vez entre sus distintos Libros, a fin de que cada uno de ellos pueda ser objeto de un tratamiento particularizado.

En todos los Capítulos en que ha sido posible, o se ha considerado conveniente, se han incorporado a modo de introducción unas reflexiones generales sobre la incidencia de la reforma en esa materia, así como unas conclusiones en las que se pueden apreciar de un vistazo los cambios más relevantes producidos por la nueva ley. De igual forma, se distingue también en cada una de las partes las modificaciones que únicamente suponen una distribución de funciones entre el Juez y el Secretario Judicial, o una mejora de orden técnico, de aquellas otras que tienen un calado mucho mayor, al implicar una nueva forma de hacer las cosas o una regulación diferente de algún trámite o alguna institución procesal.

En definitiva, que ante la novedad que supone la aprobación de dos leyes que modifican otras veinte de contenido orgánico y procesal, y en diferente grado e importancia, los autores hemos optado por un nuevo tipo de comentario doctrinal de carácter práctico. En él se sustituye la forma tradicional basada en la exégesis de cada precepto, por la construcción de artículos independientes en los que se da cuenta de los cambios reales de la normativa. De esta forma, cualquier operador jurídico puede conocer y valorar las modificaciones de manera rápida y sencilla, sin tener que realizar previamente una labor de escrutinio y contraste de normas que, además de poco satisfactoria, puede terminar dificultando el acceso a lo que de novedoso tiene la reforma que se analiza en cada caso concreto.

III. Este libro se realiza dentro de las actividades derivadas del Proyecto de Investigación «Diez años de aplicación de la Ley de Enjuiciamiento Civil: balance y propuestas de mejora de los procesos declarativos ordinarios» (ref. DER2008-04777). La mayor parte de sus autores (todos salvo dos) somos investigadores adscritos al citado Proyecto y, en la línea de lo pretendido por éste, confiamos en que el fruto del presente trabajo responda al compromiso de contribuir a la mejora de los procesos civiles declarativos y, en general, a todos los que tienen lugar ante los Juzgados y Tribunales españoles.

LOS AUTORES

Madrid, 14 de febrero de 2010






Estudio preliminar de las reformas introducidas por la Ley Orgánica 1/2009 y la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de implantación de la nueva oficina judicial 



Julio Banacloche Palao

Catedrático de Derecho Procesal

Universidad Complutense de Madrid

I.  La justificación legislativa para modificar normas procesales con motivo de la implantación de la nueva oficina judicial

1. Si atendemos a lo que se contiene en las Exposiciones de Motivos que acompañan a las dos leyes que serán objeto de estudio en el presente libro (la Ley Orgánica 1/2009 y la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, publicadas en el BOE con fecha 4 de noviembre), hay que afirmar que el objetivo último de esa reforma legal tan amplia -al menos cuantitativamente -, ha sido adaptar la legislación procesal a «la implantación de la Nueva Oficina Judicial».

Esta Nueva Oficina Judicial había sido legalmente diseñada en el año 2003, en la reforma introducida en la LOPJ por la LO 19/2003, de 23 de diciembre; pero lo cierto es que aún no se había puesto en funcionamiento, en buena medida -según indica la reforma que aquí se comenta - por no disponerse de los mecanismos procesales adecuados para ello. Explicada de forma muy sencilla, la reforma de 2003 pretendía sustituir el modelo de Juzgado decimonónico (constituido por el Juez, el Secretario y los funcionarios judiciales, y caracterizado por su funcionamiento autónomo) por el de la Nueva Oficinal Judicial, en la que se combinan dos niveles estructurales (la Unidad Procesal de Apoyo Directo -en adelante, UPAD, que es la heredera de los antiguos Juzgados - y los Servicios Comunes Procesales -también denominados SCOP -) y un ente organizador (las Unidades Administrativas), que funcionarían de forma integrada. Es decir, se buscaría que en la Nueva Oficina Judicial todos los medios disponibles se pongan al servicio de los órganos judiciales conjuntamente considerados, de forma que lo importante ya no sería el Juzgado como tal sino la Oficina, que comprende -y está al servicio - de varios Juzgados. Para un mejor conocimiento de estas cuestiones, recomiendo la lectura de los arts. 435 a 439 de la LOPJ, en la que se definen cada una de esas estructuras burocrático-judiciales que conforman ahora el nuevo modelo.

Aunque no se decía en ningún momento al configurar la nueva Oficina Judicial, se podía prever que ese enaltecimiento de la Oficina Judicial (y, especialmente, de los Servicios Comunes como máximos exponentes de la racionalidad del nuevo sistema) y el correlativo arrinconamiento de los Juzgados tradicionales (es decir, de su versión moderna, esto es, las UPAD), iba a terminar extendiéndose, siquiera fuera por puro mimetismo -ya se verá que, tras la reforma, será por previsión legal - a los responsables máximos de una y otros. O dicho de otro modo, no debía sorprender que cualquier aplicación práctica del nuevo modelo pudiera acabar provocando un reforzamiento del papel del Secretario Judicial y de los funcionarios judiciales, y una pérdida de funciones de Jueces y Magistrados  (1) .

2. Y esto es exactamente lo que se ha producido con la reforma introducida por las Leyes 1/2009 y 13/2009, de implantación de la Nueva Oficina Judicial. O por mejor decir, es lo que ha sucedido con lo que se contiene en la segunda de las leyes citadas, porque la primera, que modifica la LOPJ, más bien se limita a modificar preceptos de ésta que se relacionan con el estatuto de los Jueces y Magistrados (como la creación de los Jueces de adscripción territorial), o que estaban siendo coyunturalmente controvertidos en la opinión pública (como la limitación de la jurisdicción universal penal de los Tribunales españoles), por lo que, a pesar de su título, puede desvincularse del objetivo último de implantación de la Oficina Judicial.

Así, según la Exposición de Motivos de la Ley 13/1009, y tal y como ya se ha indicado, lo que pretende dicha norma es «la implantación en España de la Nueva Oficina Judicial, cuyo objetivo es la racionalización y optimización de los recursos que se destinan al funcionamiento de la Administración de Justicia». Es decir, lo que aspira a implantar es la agrupación de todos los Juzgados o Secciones dotados de la misma competencia (o al menos, que operen en la misma circunscripción) en una estructura única, donde unos mismos órganos prestan los servicios comunes, y los Tribunales (ya sean unipersonales, ya colegiados) no tienen más función que la de juzgar el fondo de los asuntos, desvinculándose de la tramitación procesal, que habrán realizado esos servicios comunes en aras de las mencionadas «racionalización y optimización de los recursos». Así se dice, tal cual, en la propia Exposición de Motivos: que es preciso a los Jueces y Magistrados «descargarles de todas aquellas tareas no vinculadas estrictamente a las funciones constitucionales que se acaban de señalar (juzgar y hacer ejecutar lo juzgado)», y que, por eso, en la reforma «se atribuirán a otros funcionarios aquellas responsabilidades y funciones que no tienen carácter jurisdiccional».

Cuando se leen esas palabras del legislador no puede sino surgir en el estudioso del Derecho Procesal un cierto sentimiento de tristeza, primero, y a continuación, de zozobra. Por un lado, por la consideración que refleja de las normas reguladoras de la tramitación de los procedimientos -que, no puede olvidarse, se refieren a cuestiones esencialmente relacionadas con el fondo del asunto -, a las que se considera una carga de la que puede prescindirse sin problemas y encomendar a otros funcionarios, como si de actuaciones puramente burocráticas o formales se tratara. Pero por otro lado, las afirmaciones del legislador causan zozobra por el desconocimiento que supone desvincular lo procesal de lo jurisdiccional, sin tener en cuenta que la función jurisdiccional no sólo consiste en decidir un asunto, sino también en conocerlo, de tal forma que el derecho del ciudadano a una tutela judicial efectiva no comienza desde el momento del juicio o de la vista, sino desde que presenta la demanda, algo que parece ignorarse completamente en la nueva reforma y que, ya adelanto, creo que originará graves problemas en el futuro, puesto que va a producir enfrentamientos en el seno de los Tribunales, inseguridad jurídica en la aplicación de las normas y numerosas impugnaciones que terminarán llegando al Tribunal Constitucional.

II.  EL OBJETIVO PRINCIPAL DE LA REFORMA: EL NUEVO PAPEL EN LOS PROCESOS DE LOS SECRETARIOS JUDICIALES Y, ESPECIALMENTE, DE LOS SERVICIOS COMUNES

1. Como ya se ha señalado, el núcleo de la reforma estriba en redistribuir las funciones vinculadas a la tramitación de los procedimientos entre el Juez (o los Magistrados integrantes de los órganos colegiados) y los Secretarios Judiciales. Esta idea se reitera en numerosas ocasiones a lo largo de la Exposición de Motivos: «la implantación de la Nueva Oficina Judicial y la correlativa distribución de competencias entre Jueces y Secretarios judiciales exige adaptar nuestra legislación procesal» (apdo. I); «es indispensable... que a los Secretarios Judiciales les sean atribuidas... otras funciones que les permitirán adoptar decisiones en materias colaterales a la función jurisdiccional pero que resultan indispensables para la misma» (apdo. II); «el objetivo primordial compartido en la reforma de todas las leyes procesales es, por tanto, regular la distribución de competencias entre Jueces y Tribunales, por un lado, y Secretarios Judiciales, por otro» (apdo. III).

Ahora bien, conociendo el funcionamiento de los Tribunales españoles, cualquiera pudiera pensar -con mucha razón - que, al margen del cambio en la atribución meramente formal de la competencia, con la nueva reforma poco o nada va a cambiar en el desarrollo de los procedimientos por el hecho de que ahora los Secretarios Judiciales tengan nominalmente muchas más funciones que llevar a cabo en el Juzgado. Y ello porque es bien conocido que el retraso en la tramitación de los procesos no se debe a un exceso de trabajo de los Jueces que vendría producido por las decisiones procesales que hasta ahora tenían que adoptar, sino por otros factores de índole muy distinta, como el escaso número de órganos judiciales, las bajas de los funcionarios o las plazas sin cubrir, las dificultades en la práctica de las notificaciones, etc., circunstancias todas que no se solucionan con la reforma.

Sin embargo, aquí es donde se encuentra el error de partida a la hora de entender lo que se pretende con la nueva reforma: realmente, lo que la nueva Ley 13/2009 busca no es «descargar» del trabajo procesal a los Jueces y Magistrados y «cargárselo» a los Secretarios Judiciales con los que estamos habituados a tratar, es decir, los adscritos a las UPAD, como pudiera deducirse de la Exposición de Motivos, sino pasar todas esas nuevas funciones a los Servicios Comunes (en detrimento de las UPAD), para que sean los funcionarios allí destinados (Secretarios Judiciales y, sobre todo, numeroso personal subalterno) los que gestionen y decidan sobre la tramitación de los procedimientos  (2) .

2. Esta idea se apunta -sin mucho detalle ni claridad, bien es verdad - al final del apartado II de la Exposición de Motivos, cuando se afirma que en la reforma «se ha tratado de no hacer mención, salvo en supuestos excepcionales, a los servicios comunes procesales». Y a continuación se explica que la competencia se ha atribuido genéricamente a los Secretarios Judiciales, como responsable último de la realización de las actuaciones de tramitación, aunque de hecho las efectuarán «los funcionarios de los Cuerpos regulados en el Libro VI de la Ley Orgánica», que son los que poblarán los Servicios Comunes y a quienes realmente se les encomiendan las nuevas atribuciones.

Es decir, que la clave de la reforma no se encuentra en la transferencia de facultades del Juez al Secretario Judicial, sino de las UPAD a los Servicios Comunes o, dicho de otra manera, en el traspaso de la decisión del ámbito del Juez al de los funcionarios judiciales (art. 476 a LOPJ). En este punto conviene no olvidar que los integrantes del Cuerpo General de Gestión Procesal (que es el de mayor nivel de entre los encargados de la tramitación procesal) no tienen por qué ser licenciados en Derecho (basta con una Diplomatura: art. 475.a LOPJ), algo que aún puede agravarse más si quien ejerce esa función es alguien proporcionado por el INEM para cubrir una baja y que incluso puede carecer de cualquier conocimiento jurídico.

Que, como acabo de sostener, las nuevas atribuciones corresponden realmente a los Servicios Comunes (es decir, que son vigiladas en última instancia por los Secretarios Judiciales adscritos a ellos) es algo que de nuevo insinúa la Exposición de Motivos, cuando al final del apartado II menciona que habrá dos velocidades en la implantación de la Nueva Oficina Judicial: una, la de los grandes partidos judiciales (donde ya existe el Servicio Común, que será quien asuma desde el principio las competencias), y otra, la de las pequeñas circunscripciones, cuyo funcionamiento no variará mucho de lo que conocemos una vez que haya entrado en vigor la reforma (a excepción de que en ellas las decisiones procesales las adoptará el Secretario Judicial de la UPAD, ante la inexistencia del Servicio Común). Como es obvio, si las atribuciones se confirieran a las UPAD, carecería de sentido hablar de esas dos velocidades.

3. Indudablemente, la reforma tiene una finalidad última que no puede dejar de compartirse, consistente en procurar la disminución de los retrasos que se producen en la tramitación de los procesos, evitando los tiempos muertos en que los papeles se quedan encima de la mesa, en espera de que pasen de unas estructuras (los Servicios Comunes) a otras (las UPAD), o viceversa. Es con ese ir y venir de escritos (por ejemplo: una demanda se presenta en el Registro, pasa al Decanato a reparto, sube al Juzgado al que corresponda, tras su admisión baja de nuevo al Servicio Común para su notificación al demandado, sube después la comunicación de haberse realizado la diligencia, y así sucesivamente) con lo que se pretende acabar con el nuevo modelo, al estar toda la tramitación inicial centralizada en el Servicio Común, y es loable tal propósito.

Ahora bien, ese objetivo se pretende obtener a un alto coste: el de desjudicializar una buena parte del procedimiento, atribuyendo de facto decisiones jurídicas de naturaleza procesal a personas que o bien carecen de la formación técnica requerida (si se trata de los funcionarios judiciales)  (3) , o bien la tienen, pero no están dotados de un estatuto profesional adecuado (como sucede cuando deciden directa o indirectamente los Secretarios Judiciales, quienes, tras la reforma de 2003, están sujetos en todas sus actuaciones distintas a la de dar fe pública judicial a los principios de «unidad de actuación y dependencia jerárquica», como el Ministerio Fiscal: art. 452.1 LOPJ). Por ello, los graves riesgos de inconstitucionalidad que esta opción legislativa implica, a los que después haré referencia, es posible que terminen frustrando la finalidad pretendida, sobre todo cuando, en la reforma, en demasiadas ocasiones se ha prescindido -conscientemente y a pesar de diversas advertencias doctrinales - de toda revisión judicial posterior de la decisión adoptada por quien no dispone del adecuado estatus de independencia.

Y la crítica no se funda únicamente en el hecho de que se prive a los Jueces y Magistrados de funciones jurisdiccionales que les están reservadas por la CE; lo esencial es que disminuyen las garantías de los ciudadanos, puesto que quien va a decidir una parte importante de su conflicto (al menos, lo que se refiere a la tramitación del mismo) es un profesional que carece de la independencia (y a veces, de la preparación) de que sí gozan los integrantes del Poder Judicial.

4. Las principales funciones que se les atribuyen a los Secretarios Judiciales -insisto, en la práctica, a quien se confiere esas competencias es a los Servicios Comunes de los Juzgados - son, según el apartado III de la Exposición de Motivos, tres: la admisión de la demanda, la terminación anormal del proceso y la tramitación de la ejecución. Sin perjuicio de que, en el capítulo correspondiente del libro, se analicen con detalle cada uno de estos cambios y las consecuencias que pueden conllevar, creo que resulta interesante realizar aquí un breve comentario al respecto.


	
a) En relación con la admisión de la demanda, la Exposición de Motivos oculta la razón por la que realmente se atribuye esa competencia a los Secretarios Judiciales: no es por la facilidad de la decisión, como afirma la citada Exposición, al tratarse de una presunta «actuación reglada» que «sólo exige la comprobación de cierto requisitos formales... y el examen de la jurisdicción y competencia..., lo que en la mayoría de los supuestos no es más que una mera comprobación material», sino porque así lo impone el nuevo modelo burocratizado de tramitación de los procesos, que exige que sean los Servicios Comunes quienes tomen todas las decisiones iniciales del procedimiento, evitando de ese modo, como ya se dijo, que los papeles suban a la UPAD para que allí sean admitidos por el Juez o por el Secretario Judicial adscrito a ella, y luego bajen a los Servicios Comunes para su notificación al demandado. Ahora bien, para justificar esa decisión de atribuir a los Secretarios Judiciales la admisión de la demanda, el legislador no tiene empacho en falsear la realidad de la propia demanda, haciéndola pasar por un mero trámite de naturaleza casi automática, cuando lo cierto es que no es ni mucho menos así, puesto que de ella dependen consecuencias procesales (como todas las derivadas de la litispendencia) y materiales (en cuestiones como la prescripción, la mora, el carácter litigioso de los bienes, etc.) de gran importancia, que bien parece que merecerían una decisión del Juez y no del Secretario Judicial. 

Pero eso no es lo más grave: lo peor es que el legislador no ha previsto quién debe decidir sobre todas aquellas peticiones que el actor suele pedir con la demanda (normalmente por medio de otrosí), y que van desde la solicitud de prueba anticipada, medidas de aseguramiento o medidas cautelares, a la ampliación de prueba pericial o cualquier otra de parecido tenor. ¿Qué hacer en estos casos: dejar que decida el Juez sobre la admisión de la demanda en su conjunto (como parece lo único admisible, dada la relevancia de lo que se solicita) y romper todo el nuevo modelo de tramitación (y además, atribuyendo al Juez una función que formal y legalmente ya no tiene, como es la de admitir directamente la demanda), o permitir que resuelva el Secretario Judicial del Servicio Común, con el grave riesgo que esto supondría de ilegalidad de su actuación? (porque quien, con la ley en la mano, incluso después de la reforma, debe decidir sobre la admisión de cautelares o prueba anticipada es el Juez). No sabemos cómo se solucionará el problema, porque hasta las soluciones creativas intermedias (como que admita la demanda el Secretario Judicial del Servicio Común, y que dé traslado de las peticiones adicionales a la UPAD para que sobre ellas decida el Juez) son inadecuadas, puesto que a la postre supondrían una escisión (cronológica y material) de la decisión sobre la admisión de la demanda, con los inconvenientes prácticos que ello implica (y, además, supondría una actuación no prevista legalmente). 



	
b) Algo parecido sucede con la terminación anormal de los procedimientos, que la reforma justifica que se atribuya a los Secretarios Judiciales porque tiene su origen en «la falta de actividad de las partes o por haber llegado éstas a un acuerdo». Bien es cierto que el decreto del Secretario Judicial que acuerda poner fin a las actuaciones está sujeto a revisión judicial por vía de recurso, pero también lo es que, en muchas ocasiones, el presupuesto fáctico que da lugar al archivo puede ser discutido, o el acuerdo de las partes puede afectar al orden público o a los terceros, y tanto una como otra decisión parece que deberían ser adoptadas por el Juez, y no por el Secretario Judicial (que curiosamente, aquí sí parece que debe ser el de la UPAD y no el del Servicio Común). 

	
c) Por último, la reforma confiere a los Secretarios Judiciales la práctica totalidad de las competencias en materia de ejecución. Salvando el auto que ordena el despacho de la ejecución, y la decisión sobre oposición y tercerías, toda la tramitación posterior se atribuye al Secretario Judicial, no estando prevista en algunos casos ni siquiera la revisión judicial. Esa desjudicialización de la ejecución considero que, en la práctica cotidiana, generará numerosísimos problemas. Por un lado, porque es previsible que los abogados de las partes recurran ante el Juez todas las decisiones del Secretario que les perjudiquen, si existe recurso de revisión; pero cuando no esté legalmente previsto el control judicial, entonces será aún peor, puesto que tras el intento de reposición ante el propio Secretario Judicial, se terminará instando una nulidad de actuaciones o incluso se llegará en amparo ante el Tribunal Constitucional, porque lo cierto es que la función jurisdiccional consiste en «ejecutar lo juzgado», y no parece que nada que se inserte en esa labor pueda ser excluido de la decisión judicial, bien por vía directa, bien mediante recurso. 



Por otro lado, aunque no se especifica legalmente, hay que suponer que la realización de los actos concretos de ejecución corresponderá en la práctica a los funcionarios judiciales de los Servicios Comunes, sin perjuicio de que los recursos de revisión e incidentes corresponda conocerlos al Juez competente de la ejecución. Pues bien, ese dualismo competencial (Juez de la UPAD, Secretarios Judiciales y funcionarios del Servicio Común) puede terminar originando problemas en relación con el derecho a un proceso con todas las garantías (en especial, a conocer quién es la persona concreta que está decidiendo sobre mi asunto, por si careciera de la imparcialidad exigible); y no sería de extrañar que también terminara planteándose una cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional.

III.  LOS OBJETIVOS «COMPLEMENTARIOS» DE LA REFORMA LEGAL

1. Una vez justificado el motivo principal de la reforma legal («regular la distribución de competencias entre Jueces y Tribunales, por un lado, y Secretarios judiciales, por otro»), el apartado IV de la Exposición de Motivos se dedica a explicar los que denomina «objetivos complementarios», que se concretan en el reforzamiento de las garantías del justiciable, el fomento de buenas prácticas procesales, la incorporación de mejoras procesales «fruto de la experiencia aplicativa» (sic), y el añadido de otras derivadas de la modernización tecnológica.

Algunos de estos cambios están estrechamente relacionados con las nuevas atribuciones conferidas a los Secretarios Judiciales (como la grabación de los juicios y vistas, y la correlativa posible ausencia del Secretario a los mismos); otros, por el contrario, se han añadido aprovechando la existencia de una reforma que afecta a todas las leyes procesales. En cuanto que alguna de tales modificaciones pueden ayudar a comprender el sentido global de la reforma, pienso que merece la pena reflexionar siquiera brevemente sobre ellas.

2. Comenzando con el primer objetivo complementario, éste se define como el aumento de las garantías del justiciable, lo que no deja de ser una paradoja, habida cuenta de que, como ya se ha dicho anteriormente, tras la reforma, el ciudadano va a ver que muchas de las decisiones de su proceso van a dejar de ser conocidas y resueltas por los Jueces y Magistrados para serlo por un funcionario cualificado o no, con lo que más bien parece que su situación claramente empeora. Pero, en cualquier caso, tal objetivo se concreta legalmente en la generalización de la grabación de los juicios y vistas, algo ya previsto desde 2000 por la LEC para los procesos civiles españoles.

Esta medida consistente en grabar los actos orales, que vista aisladamente supone sin duda una buena noticia para el ciudadano y un reforzamiento de sus derechos (sobre todo porque permitirá que se solicite al Tribunal superior la revisión de lo sucedido por vía de recurso), se ve desafortunadamente compensada con la de la ausencia de los Secretarios Judiciales a tales juicios o vistas. Es decir, en la nueva reforma, el legislador considera que, dado que los actos orales se están grabando, ya no tiene sentido exigir la presencia del Secretario Judicial a efectos de fe pública: con que autentifique la grabación, resulta suficiente.

A mi juicio, la ley oculta una vez más las verdaderas razones que justifican la aprobación de esta medida. Lo que parece motivarla es la creencia del legislador de que a los Secretarios Judiciales les resultará imposible atender, además de las nuevas funciones que se les encomiendan en la reforma, las propias de su función de fedatario en los actos orales. Dicho de otro modo: parece que, si se le exigiera al Secretario Judicial que estuviera en la sala, no se le podría imponer simultáneamente que dirija la ejecución o analice y decida sobre los escritos de las partes. Luego la solución que adopta el legislador es que salga de la sala: algo absolutamente contradictorio con lo que históricamente ha sido su principal papel en la tramitación del procedimiento, que es la de dar fe pública de las actuaciones judiciales. Pero es que esa ausencia resulta aún, si cabe, más injustificada tras la propia reforma, puesto que ahora su presencia en los actos orales va a resultar importante no sólo a los efectos de dar fe de lo que suceda, sino también para explicar o resolver los problemas que puedan producirse en relación con lo ya tramitado y de lo que ha sido el único responsable.

Una vez más, esa decisión de prescindir del Secretario Judicial en los actos orales (en detrimento de lo que es la única función que les especifica como profesión diferenciada, la dación de fe judicial) originará numerosos problemas en la práctica, porque, entre otras cosas, no está exenta de matices, incluso previstos legalmente: ¿quién toma esa decisión, el Juez o el Secretario Judicial?¿es recurrible y ante quién?¿qué papel juegan las partes cuando no se respeta su solicitud? Todos estos interrogantes serán abordados en los capítulos correspondientes del libro; pero ya ponen de manifiesto que no se trata de una decisión legislativa inocua, y que podría haberse mantenido el mismo sistema que ha venido rigiendo durante diez años en los juicios civiles sin problema alguno (es decir, grabación de los actos orales y presencia del Secretario Judicial levantando acta), en vez de innovar, dicho sea de paso, sin demasiado fundamento.

3. El segundo objetivo complementario de la reforma es el de fomentar las buenas prácticas procesales. Esto se concreta en la nueva regulación de la acumulación de acciones y procesos, que permite su ordenación de oficio en todos los casos y jurisdicciones (como se analizará convenientemente en los capítulos correspondientes), y en la atribución de los señalamientos a los Secretarios Judiciales (es decir, a los Servicios Comunes, como ya se explicó).

En relación con esta última cuestión, y sin perjuicio de lo que después se dirá al estudiar los preceptos en que se regula, ya se puede adelantar que la fórmula finalmente elegida no parece que vaya a ocasionar sino frecuentes conflictos entre los Jueces y los Secretarios Judiciales (o, por mejor decir, entre las UPAD y los Servicios Comunes), porque la combinación de criterios generales, instrucciones particulares y decisiones centralizadas no parece que permita augurar un futuro venturoso y sin sobresaltos.

4. El último de los objetivos enunciados es la mejora de algunos aspectos procesales concretos, que se introducen aprovechando la existencia de una ley de reforma. Entre ellos se incluye la atribución del proceso monitorio a los Secretarios Judiciales, la nueva regulación de las resoluciones dictadas por éstos en los distintos procedimientos, la conversión de las cuantías de pesetas a euros, o la incorporación de nuevos medios tecnológicos de comunicación.

Cada uno de estos cambios se desarrollará con detalle en el momento oportuno, pero ya conviene adelantar que alguno de ellos no sólo no venía exigido por la necesaria implantación de la nueva Oficina Judicial, sino que incluso puede ser contrario a ella, en el sentido de que complicará la tramitación anterior del procedimiento. Así sucede, por ejemplo, con el monitorio, que por el empeño de desjudicializarlo y entregárselo de principio a fin al Secretario Judicial (incluso haciéndole decidir sobre el documento que acompaña a la solicitud, lo que en mi opinión excede de lo propio de su ámbito), termina obligando al justiciable a iniciar en todo caso un nuevo proceso siempre que no haya pago del deudor.

IV.  LOS RIESGOS DE UNA POSIBLE INCONSTITUCIONALIDAD DE ALGUNAS CUESTIONES INCLUIDAS EN LA REFORMA

1. Aunque no es ahora el momento de analizar una por una las modificaciones legales que pueden vulnerar la reserva de jurisdicción que impone la Constitución no sólo a la decisión sobre el fondo del asunto, sino a las que van afectando a la propia tramitación del proceso, sí considero necesario realizar una reflexión final al hilo de la reforma operada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, en relación con la posible inconstitucionalidad de alguna de sus partes.

2. A pesar de lo que se pudiera pensar de la crítica que muchos hemos realizado a las nuevas funciones que se atribuyen en dicha ley a los Secretarios Judiciales, lo cierto es que aquélla no se basa en una desconfianza hacia la preparación jurídica, la dedicación laboral o la capacidad técnica de esos profesionales. Es muy probable que la inmensa mayoría de ellos desarrolle su nuevo cometido de forma satisfactoria y con pleno respeto a la ley y a los derechos de los ciudadanos. El problema radica en otra cuestión: en el papel que en la reforma ocupa la tramitación procesal y las garantías a ella vinculadas, que quedan rebajadas de nivel hasta el punto de que pueden ser resueltas definitivamente por funcionarios dependientes del Ministerio de Justicia sin que se prevea legalmente ningún control judicial sobre las mismas.

A mi juicio, esto no puede ser considerado constitucional. Los ciudadanos tienen derecho a una tutela efectiva «de los jueces y Tribunales» (art. 24.1 CE), no de los Secretarios Judiciales; tienen derecho a un proceso «con todas las garantías» (art. 24.2 CE), entre ellas la de que quien conozca y decida sobre su asunto tenga un estatuto de independencia y esté sometido únicamente al imperio de la ley, lo que no es predicable de los Secretarios Judiciales, que se rigen por el principio de jerarquía y dependencia; y tienen, en definitiva, un derecho a que le juzguen y le ejecuten lo juzgado los Jueces y Magistrados, únicos titulares de Juzgados y Tribunales, y únicos que ejercen la potestad jurisdiccional (art. 117.3 CE).

3. El tiempo dirá si la reforma introducida por la Ley 13/2009 contribuirá a la más rápida y mejor impartición de la Justicia en España. Si es así, me congratularé de ello. Lo que resulta indudable es que va a suponer un cambio en la forma de actuar dentro de los órganos judiciales. Pero también habrá que esperar a ver si realmente supone un reforzamiento de las garantías de los ciudadanos, o si, por el contrario, parte de su articulado no se convierte en fuente de controversias dentro de los órganos judiciales, de innumerables recursos, o de formas distintas de actuar según «la costumbre del lugar», y a la postre, en carne del Tribunal Constitucional. Aunque a la vista de la celeridad de éste al resolver los recursos y cuestiones que se le plantean, seguramente veremos antes la reforma de la reforma, que el pronunciamiento acerca de la constitucionalidad de alguna de sus normas.






	 (1) 

	Curiosamente, la reforma ha provocado un efecto colateral no previsto por los grandes defensores de la misma (las asociaciones de Secretarios Judiciales), cual es la progresiva marginación profesional y económica de los Secretarios Judiciales que prestan sus servicios en las UPAD a favor de los que están adscritos a los Servicios Comunes. Así se desprende del RD 2033/2009, de 29 de diciembre, por el que se determinan los puestos tipo adscritos al Cuerpo de Secretarios Judiciales a efectos del complemento general de puesto, la asignación inicial del complemento específico y las retribuciones por sustituciones que impliquen el desempeño conjunto de otra función, norma que ya se ha anunciado que será recurrida por al menos una asociación profesional.
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	Vid. a este respecto, BanaclochePalao. J., «El proyecto de nueva Oficina Judicial: ¿hacia un nuevo proceso administrativizado?, en Diario LA LEY, núm. 7251, de 29 de septiembre de 2009.
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	No deja de ser sorprendente que se exija en todo escrito que presentan las partes (excepción hecha de los casos marginales en que se puede actuar con autopostulación) la firma de Abogado y, sin embargo, no se reclamen esos mismos conocimientos jurídicos a quienes, como dice, la propia Exposición de Motivos, corresponderá de hecho tomar la decisión sobre ese escrito.
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I.  MOTIVACIÓN Y ESTRUCTURA GENERAL DE LA REFORMA DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL

La reforma transversal de las leyes procesales para la implantación de la Nueva Oficina Judicial producida por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, ha venido a su vez acompañada de otra que afecta a diversos preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Estas modificaciones se contienen en la denominada Ley Orgánica 1/2009, complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva Oficina Judicial, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (en adelante, y por abreviar, LOINOJ).

Las dos Leyes (la Ley 13/2009 y la LOINOJ) comparten fecha de aprobación por las Cortes Generales y de publicación en el Boletín Oficial del Estado, y coinciden en parte del trámite parlamentario: en parte y no en todo, porque la reforma orgánica que se contiene en la LOINOJ no figuraba explícitamente en el plan saliente del Ministerio de Justicia, que dio lugar al Proyecto de Ley de Reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva Oficina Judicial, presentado en el Congreso de los Diputados el 12 de diciembre de 2008, y que más adelante culminaría con la aprobación de la Ley 13/2009. En realidad, no debe extrañar que fuera así. La Ley 13/2009 fue concebida como mera norma de desarrollo de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, que sentó las bases legales de la Nueva Oficina Judicial, y que ahora se va a activar una vez entrada en vigor la Ley 13/2009. Al margen de sus aciertos y de sus errores (cuestión ésta cuya definitiva valoración queda pendiente al juicio que derive de su aplicación práctica, aunque algunas se han hecho ya, con carácter prospectivo  (1)  ), la Oficina Judicial diseñada por la Ley Orgánica 19/2003 requería, para su implantación, de reformas en las leyes procesales generales: por una lado, bastantes de las previsiones introducidas en la LOPJ en virtud de la Ley Orgánica 19/2003, en relación con la Oficina Judicial eran lo suficientemente genéricas como para no ser operativas hasta la adecuación de la legislación procesal; por otro, pero en relación con lo anterior, algunas de las atribuciones que en ella se otorgan al Secretario Judicial, tradicionalmente reservadas por la ley a los jueces y magistrados, tienen una naturaleza jurídico procesal, en especial en materia de ordenación y tramitación de los procesos y en la fase de ejecución forzosa (aunque de facto, con singular frecuencia, ejercidas por los propios secretarios).

Sólo por ello, y al margen de otras valoraciones críticas  (2) , se justificaba la revisión general de todo nuestro Derecho procesal, con el objeto de adecuarlo a la novedad que implica el papel encomendado, desde diciembre de 2003 pero con más fuerza desde noviembre de 2009, a los secretarios judiciales, un hecho que afecta con multitud de matices a actuaciones procesales hasta entonces pertenecientes al ámbito de las atribuciones propias de los jueces y magistrados. De ahí que la reforma de la Oficina Judicial quedara de hecho en suspenso y pendiente, en buena medida, de la publicación de la Ley 13/2009, por mucho que la Ley Orgánica 19/2003 tan sólo condicionara su implantación a lo que tardase cada Administración competente (por razón del territorio) en diseñar y organizar cada Oficina Judicial, conforme a la estructura básica y en los términos establecidos en la ley, y su implantación se previera gradual y en función de las posibilidades organizativas, técnicas y presupuestarias de dichas Administraciones, con antelación suficiente para hacer posible «la aprobación de las relaciones de puestos de trabajo y los procesos de acoplamiento y nombramiento del personal a que se refiere la disposición transitoria cuarta de esta ley se lleven a cabo en los plazos establecidos en la misma»  (3) .

En coherencia con lo anterior, la propia Ley Orgánica 19/2003, en su disposición final segunda, ordenó al Gobierno la remisión a las Cortes Generales de los proyectos de ley procedentes para «adecuar las leyes de procedimiento a las disposiciones modificadas por esta ley», pensando -evidentemente- en la necesidad de adaptación de muchas actuaciones procesales a las nuevas atribuciones de los secretarios judiciales, conforme con la nueva ordenación de la Oficina Judicial en el Libro V de la LOPJ. Tras un primer intento de desarrollo legislativo, patentizado por el Proyecto de Ley Orgánica por la que se adapta la legislación procesal a la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se reforma el Recurso de Casación y se generaliza la doble instancia penal, que no llegó a pasar el límite de la octava legislatura  (4) , las previsiones de la disposición final segunda de la Ley Orgánica 19/2003 no han alcanzado desarrollo definitivo hasta la aprobación por las Cortes Generales de la Ley 13/2009, tras la culminación del iter legislativo iniciado a finales de 2008.

No habría de extrañar, por las razones aducidas, que el Proyecto de Ley de reforma procesal para la implantación de la Oficina Judicial, de 19 de diciembre de 2008, no fuera acompañado inicialmente de un Proyecto de reforma del derecho orgánico judicial, dado que las reformas orgánicas pertinentes habían sido introducidas ya por la Ley Orgánica 19/2003 en la LOPJ: al fin y a la postre, la Ley 13/2009 es una simple consecuencia imperativa de la reforma orgánica de 2003. Finalmente, sin embargo, se impuso la necesidad de sumar una reforma orgánica al proceso de reforma procesal iniciado, en vía parlamentaria, por el Proyecto de Ley de reforma procesal de diciembre de 2008. Tras el período de presentación de enmiendas en la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados  (5) , y a la luz del contenido de alguna de las presentadas, las cuales, por su contenido, afectaban a aspectos de derecho orgánico y a normas contenidas en leyes orgánicas (singularmente, en la LOPJ), la Mesa del Congreso de los Diputados, previo informe elaborado por la Ponencia del Proyecto, decidió el 9 de junio de 2009 desglosar el Proyecto de Ley para la reforma procesal en dos, integrando en el segundo resultante todo lo referente a las enmiendas presentadas ante la Comisión de Justicia del Congreso que interesaban la reforma de legislación orgánica, y para cuya aprobación había mayoría suficiente  (6) , para la tramitación conjunta de ambos Proyectos de Ley a través de la simple adición al articulado del presentado en diciembre de 2008 de un nuevo artículo, el decimosexto, que integrase todas esas modificaciones. Si comparamos, pues, el procedimiento legislativo que ha dado lugar a la LOINOJ y a la Ley 13/2009 con el frustrado primer intento de desarrollo legislativo de las previsiones contenidas en la Ley Orgánica 19/2003, en 2006, nos encontramos con que si en aquel momento el Gobierno elaboró dos Anteproyectos de ley autónomos, que finalmente se refundirían en un único Proyecto de Ley, en el caso de la Ley 13/2009 y de la LOINOJ el camino ha sido el inverso, toda vez que un único Anteproyecto (y, más adelante, Proyecto) de ley culminaría, tras su paso por las Cortes Generales, en dos leyes diferentes, una de carácter orgánico y otra de carácter ordinario: así lo reconoce, en su inicio, el propio Informe de la ponencia en la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados  (7) .

No es preciso incidir en que, de acuerdo con nuestra experiencia parlamentaria, el descrito constituye un caso no muy frecuente, que se explica por diferentes razones, casi todas ellas coyunturales: desde la fragilidad de los apoyos con que contaba la mayoría parlamentaria para conseguir la aprobación del Proyecto de ley ordinaria para la implantación de la Oficina Judicial en los términos inicialmente planteados -sin la contrapartida de aceptar algunas de las enmiendas de contenido orgánico propuestas por los grupos parlamentarios-, hasta el apremio de esa misma mayoría por poner en marcha la Nueva Oficina Judicial conforme a las previsiones del Título V de la LOPJ, según la redacción dada por la Ley Orgánica 19/2003, cuyo desarrollo debería haberse producido en el plazo de un año desde la entrada en vigor de este última, pero que llevaba una demora de casi cinco años  (8) . El retraso en ese desarrollo legislativo es expresivo, a nuestro juicio, de las grandes dificultades técnicas que plantea el traslado de las previsiones de la Nueva Oficina Judicial al ámbito del proceso, sumado a la proverbial desconfianza con la que desde sectores profesionales se suelen observar las reformas procesales de gran calado, especialmente cuando en ellas se depositan grandes expectativas de solución de los problemas de la justicia. Curiosamente, sin embargo, la reforma contaba con un gran activo para su culminación, cual es el hecho de gozar, al menos en sus líneas fundamentales, con el consenso de las principales fuerzas parlamentarias: no en vano ha de tenerse en cuenta que, pese a haber sido aprobadas ambas leyes en períodos en que la mayoría parlamentaria era ostentada por fuerzas de diferente signo, los dos partidos nacionales mayoritarios se han sentido solidarios con el desarrollo de la Nueva Oficina Judicial, toda vez que la reforma del año 2003 fue uno de los frutos emanados del Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia, suscrito en mayo de 2001 por las principales fuerzas parlamentarias y el Gobierno de la Nación  (9) .

Los anteriores no son los únicos hechos relevantes para comprender las razones que movieron al legislador a acumular la tramitación parlamentaria de la reforma de la LOPJ que culmina con la LOINOJ con la del Proyecto de reforma de las leyes procesales para la implantación de la Oficina Judicial. Además de aquellos, han de tenerse en cuenta otros igualmente importantes, como son, por ejemplo, el cambio de titular en el Ministerio de Justicia y la necesidad de ofrecer a la sociedad una nueva imagen de impulso a las tareas pendientes del gobierno en la materia (entre las que se encontraba, sin duda, y como se ha visto, la implantación de la Nueva Oficina Judicial), un hecho que ha sido también muy cercano en el tiempo (aunque no haya coincido exactamente) con los primeros meses de andadura del Consejo General del Poder Judicial, constituido a finales de septiembre de 2008, el cual, como en el caso de anteriores Consejos, ha hecho de la modernización de la Justicia y la superación de la problemas tradicionales de nuestros Tribunales uno de sus principales objetivos. La confluencia en el tiempo -con escasos meses de diferencia entre uno y otro- de ambos cambios ha facilitado el impulso de proceso de implantación de la Oficina Judicial, en la forma que culmina con la Ley 13/2009 y la LOINOJ.

Junto a ellos, no obstante, y como elemento catalizador de dicho proceso, debe valorarse también la coyuntural situación de conflictividad existente en el seno de la Carrera judicial, surgida tras las críticas que ciertas actuaciones judiciales de consecuencias dramáticas provocaron en el conjunto de la sociedad  (10) , lo que tuvo como consecuencia una reacción corporativa en defensa de la actuación de los jueces del orden penal, desde las asociaciones judiciales pero desde todos los sectores de la judicatura, con participación muy numerosa de jueces y magistrados no asociados, que culminó con la convocatoria de sendas jornadas de huelga de jueces a lo largo de 2009  (11) .

El afloramiento de este gran fenómeno de contestación social contra la actuación de la Administración de Justicia y la reacción defensiva de los jueces fue ocasión propicia para denunciar, una vez más a lo largo de nuestra historia, la carencia de medios de los Tribunales provocada por el crónico estado de postración de la Justicia en España con respecto a los demás poderes del Estado. Por su parte, la voluntad, tanto desde el Ministerio de Justicia como del Consejo General del Poder Judicial, de evitar o, al menos, de minimizar los efectos de la convocatoria de huelga judicial, estuvo sin lugar a dudas presente en el impulso de modernización acometido en los últimos meses, así como también en la mayoría de las reformas introducidas por la Ley Orgánica 1/2009, aunque finalmente no se lograra evitar los paros  (12) .

Los antecedentes expuestos han influido también en su singular devenir parlamentario de la reforma orgánica. Hablamos de singularidad, sin poner en cuestión su legalidad, expresamente destacada por la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados  (13) : demos, pues, un voto de confianza a los servicios jurídicos de las Cortes, a salvo de estudios más detenidos desde el ámbito del Derecho Parlamentario. Ello no debe ser óbice para recalcar que en una reforma orgánica del calado de la contenida en la LOINOJ, que afecta incluso a aspectos relativos al alcance de la jurisdicción de los Tribunales españoles, esa singularidad ha evitado que el Consejo General del Poder Judicial y el Consejo de Estado pudieran emitir informe sobre las reformas orgánicas contenidas en ella  (14) . Bien es cierto que, al menos en el caso del órgano de gobierno de jueces y magistrados, la falta de informe legal no ha supuesto la inexistencia de cauces de comunicación entre el Consejo General del Poder Judicial y las Cortes Generales durante el trámite parlamentario, aprovechando las más de las veces como nexo a las propias asociaciones judiciales. De hecho, gran parte de las novedades orgánicas contenidas en las leyes de implantación de la Nueva Oficina Judicial han sido de una u otra manera promovidas desde el propio Consejo General, a través de los grupos parlamentarios y con conocimiento y anuencia de las asociaciones de jueces y del Ministerio de Justicia, dentro de ese espíritu de consenso que parece ilustrar en el momento presente las relaciones entre el Gobierno, el poder legislativo y el Consejo General del Poder Judicial.

Llegados a este punto, y antes de analizar las principales novedades incorporadas a nuestro derecho orgánico judicial a través de la LOINOJ, cabe preguntarse si la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial era necesaria para la plena implantación de la nueva Oficina Judicial, como complemento inseparable de la reforma procesal contenida en la Ley 13/2009. La respuesta a esa pregunta debe ser, salvo de excepción, negativa: en la mayoría de los casos, las normas afectadas por la reforma orgánica de la LOINOJ, desde el punto de vista de su contenido, poco o nada tienen que ver con la implantación de la Oficina Judicial y, cuando lo hacen se trata tan sólo de la mejora técnica o el cambio de criterio de preceptos ya existentes (caso, por ejemplo, del art. 446.2 de la LOPJ, sobre el procedimiento de abstención del Secretario Judicial, que estaba ya regulado por dicho precepto tras la reforma operada por la Ley Orgánica 19/2003, o con el art. 435.1 de la LOPJ, que modifica el criterio de presencia del Secretario Judicial en los actos orales documentados a través de sistemas de filmación y grabación de la imagen y el sonido).

Dicho con otras palabras, la reforma orgánica producida a través de la LOINOJ, en su inmensa mayoría tiene poco o nada que ver con la implantación de la nueva Oficina Judicial y bastante de cajón de sastre. De este modo lo viene a reconocer el propio Preámbulo de la Ley, en donde se afirma que las novedades introducidas por la Ley Orgánica 1/2009 (la LOINOJ) no son tanto consecuencia de necesidades orgánicas surgidas tras el diseño de las novedades procesales reguladas en la Ley 13/2009, cuanto de la introducción en el debate público (eso sí, con ocasión del espíritu de modernización que anima la legislación procesal para la implantación de la Oficina Judicial) de «una fructífera reflexión sobre la conveniencia de proyectarla [la modernización, se entiende] también sobre otros ámbitos vinculados a la misma». Y se aclara a continuación: «Como consecuencia de ese diálogo reflexivo, generado fuera y dentro del Parlamento, se ha estimado pertinente introducir algunos cambios en la Ley Orgánica del Poder Judicial con el propósito de acompañar aquella implantación y atender, al tiempo, a ciertas mejoras técnicas que durante largo tiempo se vienen demandando»  (15) .

En román paladino, pues, el propio legislador reconoce que la denominada ley orgánica «complementaria de la Ley de reforma de la legislación para la implantación de la nueva Oficina Judicial » sólo lo es por el hecho de la simultaneidad del trámite parlamentario y por su aprobación y publicación en la misma fecha que la Ley 13/2009, pero, en puridad, no lo es si atendemos tan sólo a su contenido, toda vez que el mismo se integra por una serie de novedades incorporadas a la LOPJ dentro del proceso de reflexión sobre la modernización de la Justicia que también impulsa la implantación de la Oficina Judicial. Las dos leyes, la 13/2009 y la Ley Orgánica 1/2009, nacen, en consecuencia, de un mismo tronco común, que es la voluntad de modernización de la Administración de Justicia, pero no una de otra, no hay relación de dependencia entre ellas ni otra complementariedad que la que usualmente existe entre las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial y las normas procesales, como instrumentos positivos al servicio de un mismo interés, que es la tutela jurisdiccional del derecho (lo que se dice sin entrar en el espinoso asunto de quién debe ser complementario de quién: si el derecho orgánico judicial de la normativa procesal o viceversa, o si se trata de complementos comunes entre sí).

La reforma de la legislación procesal para la implantación de la Oficina Judicial se presentó, de esta manera, como una ocasión propicia para modificar algunos preceptos de la LOPJ, bien sea para su mejora técnica (algunas ciertamente demandadas desde antiguo, como dice el Preámbulo de la LOINOJ, y otras, como se verá, quizá no tanto). Un atractivo Pisuerga que aprovechar para retocar o modificar algunas disposiciones orgánicas, aprovechando un estado de opinión favorable al consenso entre las fuerzas políticas, y que favoreció la adopción de acuerdos con los secretarios judiciales y las asociaciones de jueces y magistrados  (16) . De ahí que la pertinencia de la mayoría de las reformas orgánicas contenidas en la Ley Orgánica 1/2009, a la que apela su Preámbulo, en relación con la implantación de la Oficina Judicial, lo sea más en relación con la segunda acepción que el Diccionario de la Real Academia  (17)  da al adjetivo pertinente (lo «que viene a propósito») que en relación con la primera («Perteneciente o correspondiente a algo»).

Ello hace de la LOINOJ, en una consideración conjunta de su contenido, una amalgama de novedades legales promovidas todas ellas en virtud de motivaciones diversas: desde la restricción de la competencia internacional de los Tribunales penales españoles, con la modificación del art. 23 de la LOPJ  (18) , la adopción de determinadas medidas tendentes a la conciliación de la vida familiar y laboral del personal judicial (como ocurre con la reforma del art. 358 de la LOPJ a efectos del cómputo del tiempo en excedencia para el cuidado de los hijos a efectos de cómputo de trienios y derechos pasivos) o la simple introducción en la Ley Orgánica de normas de naturaleza procesal que afectan por igual a todos los órdenes jurisdiccionales (es el caso de la nueva disposición adicional decimoquinta de la LOPJ, que regula el también nuevo depósito para interponer recursos ordinarios) o sobre la forma de constituir las salas de justicia para decidir determinados recursos (ver el art. 82.2 de la LOPJ, cuyas secciones se constituirán con un único magistrado para resolver los recursos de apelación contra sentencias dictadas en juicios verbales civiles, siguiendo el modelo hasta ahora establecido para la apelación en los juicios de faltas). Una forma de legislar que fue criticada, durante el trámite parlamentario, por alguno de los integrantes de la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados  (19) , aunque ello no determinase su voto negativo a la tramitación de la reforma por los cauces finalmente seguidos.

Las circunstancias expuestas ponen de manifiesto la dificultad de sistematización de la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2003, complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva Oficina Judicial. Aun así, el Preámbulo de la ley propone una suerte de clasificación de las normas reformadas en diferentes grupos (ninguno de ellos, dirigido, por cierto, a complementar la implantación de la Oficina Judicial), de la manera que sigue. El primer grupo se integra por una serie de reformas cuya finalidad es la agilización de la Justicia, que tienen por objetivo, según la propia ley, «la optimización de los recursos y mejorar su prestación en tanto que servicio esencial» (23): dentro de él existen disposiciones de carácter básicamente organizativo, como veremos, aunque alguna de ellas incida directamente aspectos puramente procesales. El segundo grupo se integraría, en exclusiva, por la reforma del art. 23 de la LOPJ en lo que se refiere a la determinación de la competencia internacional de los Tribunales españoles del orden jurisdiccional penal, conforme con el mandato emanado del Congreso de los Diputados el 19 de mayo de 2009 con ocasión del Debate del estado de la Nación. El tercer grupo se compone por una serie de normas destinadas a mejorar la conciliación de la vida laboral y familiar de los miembros de la Carrera judicial, de variado contenido pero en su mayoría referentes al estricto ámbito del estatuto jurídico de los jueces y magistrados. La LOINOJ distingue, en su Preámbulo, dos últimos grupos de normas: el primero lo integra estrictamente la nueva disposición adicional decimoquinta de la LOPJ, añadida por el número diecinueve de su artículo primero; el segundo, agrupa un conjunto de normas que modifican la LOPJ en diferentes aspectos organizativos, desde la forma de celebración de los concursos de promoción a la categoría de magistrado hasta la provisión de destinos en los juzgados especializados en violencia sobre la mujer, pasando por la distribución de vacantes jurisdiccionales entre magistrados especialistas y no especialistas dentro de determinados destinos del orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

Fuera de los grupos anteriores debe situarse alguna norma extravagante contenida dentro del articulado de la LOINOJ, como es el caso de la contenida en su artículo tercero, en el que se añade una nueva disposición final única a la Ley 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, en la que se atribuye a este órgano constitucional las funciones de Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, de conformidad con la Constitución, la LOPJ y el Protocolo Facultativo de la Convención contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Así se sistematizan, en la propia LOINOJ, los tres artículos más su disposición final, que afectan a diecisiete artículos de la LOPJ, y añaden un artículo nuevo (el art. 347 bis) y una nueva disposición adicional decimoquinta, amén de la señalada reforma de la Ley 3/1981, y en ese orden se estudian a continuación: pasemos a su análisis más detallado. Siguiendo la clasificación legal, si bien, como veremos, no siempre se justifica la reforma en el razonamiento aducido en el Preámbulo de la LOINOJ.

II.  NORMAS DESTINADAS A LA AGILIZACIÓN DE LA JUSTICIA

Una primera parte de las novedades que introduce la LOINOJ, se dirigen, según se señala en su Preámbulo, a la búsqueda de la mejora de la eficacia en la respuesta del servicio público de la justicia. Entre ellas se integran expresamente la reforma del art. 82 de la LOPJ en relación con la composición de las secciones de las Audiencias Provinciales para resolver las apelaciones civiles en los procesos seguidos por los trámites del juicio verbal (art. primero de la LOINOJ, punto dos), la creación de los juzgados de adscripción territorial a través del nuevo art. 347 bis de la LOPJ (art. primero de la LOINOJ, punto once) y la modificación de las normas relativas a los concursos para acceder a destinos en las Audiencias Provinciales (art. primero de la LOINOJ, punto nueve). Por extensión, deben introducirse en este último grupo otra serie de reformas que afectan a los criterios de resolución de concursos para la provisión de destinos dentro de la Carrera judicial, que dan nueva redacción a los arts. 329 y 330 de la LOPJ.

1.  Composición unipersonal de las secciones de las Audiencias Provinciales en las apelaciones de los juicios verbales civiles

La primera de las novedades ordenadas a la «agilización» de la Administración de Justicia se refiere a la composición de las secciones civiles de las Audiencias Provinciales, para resolver recursos de apelación planteados en procesos seguido por los trámites del juicio verbal. A tal efecto, se modifica el art. 82 de la LOPJ, dentro del capítulo cuarto del título IV de su libro primero, dedicado a cuestiones orgánicas y competenciales de las Audiencias Provinciales (arts. 80 a 83 de la LOPJ). El artículo primero de la LOINOJ, punto dos, aprovecha no obstante la ocasión para ofrecer una nueva redacción del precepto en su conjunto, reordenando su contenido de forma más sistemática. Si en la versión derogada el art. 82 de la LOPJ constaba de cinco apartados, dedicados respectivamente a determinar la competencia de las Audiencias Provinciales en causas por delito, en juicios de faltas, en los procedimientos penales contra menores, en el orden civil y, en último término, para resolver cuestiones de competencia y recusaciones, la nueva redacción se divide tan sólo en tres apartados, el primera sobre competencia penal, el segundo sobre competencia civil, y el tercero, integrando el derogado art. 82.5 de la LOPJ, la competencia funcional para resolver cuestiones de competencia y los incidentes de recusación.

El resultado que nos ofrece la LOINOJ es, sin duda, mejor desde un punto de vista sistemático, manteniendo la preeminencia de la Audiencia Provincial como órgano eminentemente penal (tanto como Tribunal sentenciador en el procedimiento ordinario por delitos graves o como Tribunal de apelación en procesos por delitos, por faltas o contra menores, así como en las apelaciones contra resoluciones que dicten los juzgados de violencia sobre la mujer, tras la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2004, de medidas de protección integral contra la violencia de género), pero ordenando sistemáticamente, en el apartado segundo, las disposiciones referentes a su competencia funcional civil, así como la que, dentro de la que, en materia mercantil y en relación con las resoluciones que dicten en primera instancia los juzgados de lo mercantil, se las atribuye desde la Ley Orgánica 8/2003, para la reforma concursal  (20)  ).

Si, desde el punto de vista sistemático, la reforma nos merece una valoración positiva, desde el punto de vista de su contenido la conclusión no lo es tanto. Sobre el particular, debe recordarse que la opción por constituir secciones unipersonales en las Audiencias Provinciales no es novedosa en nuestro ordenamiento jurídico, aunque sí lo sea su introducción en la LOPJ. El art. 737 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 establecía ya, desde noviembre de 1992  (21) , que las Audiencias Provinciales se constituyesen con un único magistrado para resolver recursos de apelación en juicios verbales. El precepto, no obstante, fue declarado inconstitucional por la Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional núm. 254/1994, de 21 de septiembre, resolutorio de cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas. El Alto Tribunal consideró que, al atribuirse competencia civil a las Audiencias Provinciales en una norma de carácter procesal, pero sin contar con la habilitación del art. 82 de la LOPJ (el cual entonces sólo reconocía la excepción de secciones unipersonales en las Audiencias cuando se tratase de juicios de faltas), «se afecta decisivamente al tipo abstracto orgánico-funcional de la Audiencia Provincial que ha configurado la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo que sólo puede hacerse mediante una modificación de ésta». Tampoco se trataba de una norma de desarrollo de la LOPJ por parte de la Ley Procesal.

La STC 254/1994 viene a recordar, en este punto, que la atribución del conocimiento de las apelaciones en juicios verbales a secciones unipersonales no pertenece al ámbito de organización interna de éstas, sino que es una auténtica norma de competencia funcional y, en cuanto tal, hay reserva constitucional de regulación de dicha atribución a la Ley Orgánica del Poder Judicial. Es decir, las secciones unipersonales de las Audiencias Provinciales constituyen no meras secciones funcionales, sino auténticos órganos jurisdiccionales diferenciados del resto de sus secciones (las secciones colegiadas, mixtas o especializadas).

El art. 82.2, 1.º, II de la LOPJ, viene de este modo a salvar los reproches de constitucionalidad que la STC 254/1994 hizo contra el art. 737 de la LEC de 1881, según la redacción dada por la Ley Orgánica 10/1992, lo que supone un cambio cualitativo conforme al derecho anterior. El tenor literal del precepto, tras la redacción dada por la LOINOJ, es muy parecido al que el actual art. 82.1, 2.º, II de la LOPJ, con respecto a los juicios de faltas: «Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Primera Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón de la cuantía, la Audiencia se constituirá con un solo Magistrado, mediante un turno de reparto». Su introducción implica, como decimos, un cambio cualitativo del paradigma de la composición de las Audiencias Provinciales en los juicios verbales civiles existente tradicionalmente, con el paréntesis señalado de los años 1992-1994. En el sistema de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 se mantuvo el modelo tradicional, pero la LOINOJ ha entendido que la constitución de las Audiencias Provinciales en secciones colegiadas puede ser antieconómico (en atención a la cuantía de los asuntos que se conocen en los juicios verbales, que hasta la Ley 13/2009 era de 3000 euros) y entorpecer la mejora de su capacidad resolutiva  (22) .

Desde este punto de vista y en el aspecto analizado, la reforma del art. 82 de la LOPJ responde perfectamente a la anunciada voluntad de agilizar la Administración de Justicia, lo cual no puede censurarse, aparte del hecho de la paradoja de un órgano colegiado constituido por un solo magistrado. Siendo así, es tal vez necesario en extremar las cautelas y esperar al resultado aplicativo antes de aventuras juicios y de abrir las compuertas del optimismo. Por un lado, debe tenerse en cuenta que la Ley 13/2009 amplía considerablemente el ámbito de aplicación del juicio verbal, pues se eleva la cuantía de 3000 euros a 6000 euros, lo cual, de forma indirecta afecta a la competencia de estas novedosas secciones unipersonales y acerca la norma a la categoría de regla y la aleja de la de excepción que tiene, por ejemplo, en el caso de las apelaciones contra juicios de faltas, conforme el sistema general de recursos devolutivos penales. Al mismo tiempo, las dificultades que tiene la materia procesal para acceder al Tribunal Supremo, ante el deficiente desarrollo del recurso extraordinario por infracción procesal y el condicionamiento de su procedencia a la del Recurso de Casación civil, puede provocar la dispersión de la jurisprudencia sobre las normas aplicables al juicio verbal civil, en un ámbito que cuenta ya con una excesiva atomización jurisprudencial: esto se afirma sin perjuicio de reconocer la facultad con que cuentan las Audiencias Provinciales para unificar criterios de interpretación  (23) , instrumento que favorece y fomenta la seguridad jurídica, pero sin olvidar, por una parte, que las secciones unipersonales, a nuestro entender, no deben considerarse integradas orgánicamente dentro de las secciones ordinarias a las que pertenecen los magistrados, por lo cual la unificación de criterios habría de producirse en el seno de una asamblea plenaria no jurisdiccional de los magistrados de la Audiencia; y, por otra, que dichos criterios carecen de la condición de fuente del derecho, de suerte tal que los magistrados discrepantes serán plenamente soberanos para seguir su propio criterio de interpretación, a salvo del superior criterio de la Sala primera del Tribunal Supremo.

La norma no aclara, sin embargo, que el conocimiento se determinará por un turno de reparto pero no se significa si se trata de un reparto ordinario y si sería posible la especialización de determinados magistrados de la Audiencia, al amparo del art. 98 de la LOPJ, e incluso con posibilidad de atribución exclusiva, de todos recursos civiles de los que debieran conocer en el seno de juicios verbales civiles.

Por otra parte, entendemos que, una vez apostando como se apuesta por la capacidad resolutiva de las Audiencias Provinciales, el legislador debería haber sido más valiente, y haber extendido la medida a los supuestos en que otros órganos colegiados del orden jurisdiccional civil (singularmente, las Salas de lo civil y penal del Tribunal Superior de Justicia y la Sala primera del Tribunal Supremo) deban conocer en primera instancia de juicios verbales contra aforados, si bien es cierto que la incidencia de este tipo de causas en la carga de trabajo de estos otros órganos jurisdiccionales colegiados probablemente no sea lo suficientemente significativo como para exigirse como necesaria dicha reforma.

En cuanto a la incidencia de la reforma en la tasa de pendencia de las Audiencias Provinciales, no pueden extraerse conclusiones a priori, sino tan sólo ofrecerse meras previsiones. Con todo, no es improbable que los resultados pretendidos por el legislador no sean tan espectaculares como se espera: mucho nos tenemos que, como tantas ocasiones ha ocurrido en nuestro sistema procesal, la ley se ha limitado a legalizar una práctica consentida en los Tribunales. De ser así, nos tememos (y ojalá nos equivoquemos) que lo único que se consiga con esta reforma dotarla de la debida cobertura legal oportuna, pero sin afectar a la carga de trabajo que realmente soportan los magistrados de las Audiencias y a la de sus secciones: en principio, a nuestro juicio, la modificación de la carga de trabajo sólo derivará, indirectamente, de la elevación de la cuantía máxima del juicio verbal.

Por último, es preciso destacar que la norma del art. 82.2 de la LOPJ no es de aplicación a todos los juicios verbales, sino tan solamente a los que se deban seguir por los cauces del juicio verbal por razón de la cuantía (esto es, los juicios verbales ordinarios): no es, por consiguiente, de aplicación a los juicios verbales que regula el Libro IV de la LEC en procesos de estado civil, o en todos los casos en que la procedencia del juicio verbal se determina por razón de la materia, incluyendo los supuestos que enumera el art. 250 de la LEC o en leyes especiales  (24) .

2.  Creación de los jueces de adscripción territorial

2.1.  Antecedentes

Durante el paso del Proyecto de ley de reforma procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial por la Comisión de Justicia del Congreso, fue presentada una enmienda por la mayoría de los grupos parlamentarios para introducir un nuevo art. 347 bis en la LOPJ. La justificación de la reforma, conforme con los boletines oficiales, era escueta: Mejorar el servicio público de la Administración de Justicia aumentando el número de plazas que son cubiertas por jueces de carrera  (25) . Algo más extensas fueron las explicaciones ofrecidas por alguno de los portavoces parlamentarios durante el debate en la Comisión de Justicia para la ratificación del informe de la ponencia: se trataba -y se trata- de «mejorar el servicio público de la Administración de Justicia aumentando el número de plazas que son cubiertas por jueces de carrera»  (26) .

El medio para la obtención de esos objetivos no era otro que la introducción en nuestro Derecho orgánico judicial de la figura de los jueces adscritos o, siguiendo la nomenclatura legal, jueces de adscripción territorial. La creación de esta figura por el trámite de enmienda durante el procedimiento legislativo fue uno de los motivos para el desglose en dos del Proyecto de la LOINOJ. La introducción de los jueces de adscripción territorial, regulados en un nuevo precepto y con capítulo propio dentro de la LOPJ, implicaba, como se ha señalado con anterioridad, la reforma de leyes orgánicas dentro de un proyecto cuyas iniciales pretensiones se ceñían a la reforma de la legislación procesal, contenida en lo que se refiere a las disposiciones afectadas por la reforma, en leyes ordinarias. La creación de la figura del Juez de adscripción territorial, con ese inusitado grado de consenso parlamentario, y cuestión aparte de su mayor o menor ortodoxia desde el punto de vista del procedimiento legislativo, es por consiguiente una de las manifestaciones del espíritu de consenso provocado por la preocupación de los poderes públicos por el movimiento de huelga dentro de la Carrera Judicial, como de hecho se puso de manifiesto por alguno de los integrantes de la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados  (27) .

La figura del Juez de adscripción territorial aparece ligada a pretensión de reducir la incidencia en la Administración de Justicia de la justicia interina, integrada por los denominados jueces sustitutos (que desempeñan sus funciones en órganos unipersonales  (28)  ) y magistrados suplentes (que lo hacen en órganos jurisdiccionales colegiados  (29)  ). En efecto, la justicia interina, a través del trabajo de decenas de jueces no funcionarios, constituye una de las más significativas anomalías de un sistema judicial caracterizado, de forma esencial, por basarse en el modelo de Carrera profesional funcionarial del personal jurisdicente, el ingreso ordinario por sistema de oposición objetiva y la inamovilidad y permanencia de sus integrantes. La justicia interina está en las antípodas de ese modelo, pues difícilmente responde a las exigencias que el art. 117 de la Constitución exige de los integrantes de la Carrera judicial. Ello, no obstante, no debe implicar una censura general a su existencia (que debe considerarse como excepción a la regla general para el caso de que no sea posible administrar justicia a través del sistema ordinario de sustituciones entre jueces y magistrados de carrera), ni tampoco a la actuación de los jueces sustitutos y los magistrados suplentes: aunque muchos juristas hemos sido testigos de críticas contra la actuación de determinados jueces sustitutos, es lo cierto que, en su mayoría, su modo de ejercer la jurisdicción ofrece estándares de satisfacción equiparables a los de la justicia impartida por jueces integrados en la Carrera  (30) .

No es, sin embargo, un problema de adecuación en la prestación del «servicio público de la justicia» -insistimos en ello-, sino de la necesidad de atajar un estado de cosas que conduce a soportar como situación normal lo que la ley contempla como mera situación excepcional, y que, en el caso de la justicia interina, pone en cuestión alguna de las garantías sobre las que se edifica el propio estatuto del Juez. El Libro Blanco de la Justicia ponía ya de manifiesto la paradoja del uso generalizado de la justicia interina con su carácter excepcional  (31) , hecho que contradecía el espíritu de la Ley Orgánica del Poder Judicial: para el año judicial 1996-1997 fueron nombrados 995 jueces sustitutos y 381 magistrados suplentes, un número elevado en una Carrera judicial integrada entonces por 3400 jueces y magistrados. Desde entonces hasta la actualidad la situación no ha mejorado significativamente: según la Memoria del Consejo General del Poder Judicial correspondiente al año 2008  (32) , más de una década después, se designaron en el concurso público anual para el año judicial 2008/2009 un magistrado suplente para el Tribunal Supremo, tres, para la Audiencia Nacional, 305 para el ámbito de los Tribunales Superiores de Justicia (dieciséis de ellos con la consideración de Magistrados eméritos), y 951 jueces sustitutos al amparo del art. 212.2 de la LOPJ).

La reducción no es, como se ve, muy significativa, si se considera además que los datos del CGPJ no son completos, pues en ellos no se incluye a los magistrados eméritos del Tribunal Supremo que ya venían prestando sus servicios con anterioridad  (33) , y ello es especialmente chocante si se considera que desde el Libro Blanco hasta el presente se ha ido produciendo una serie de documentos públicos contrarios a la proliferación de la justicia interina. Con posterioridad al Libro Blanco, el punto quinto del Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia de 2001 incidió también en la necesidad de que la justicia se impartiera, en la medida de lo posible, con jueces profesionales que ejercieran sus funciones bajo los principios de independencia, imparcialidad, profesionalidad y responsabilidad, procediéndose a la reducción de las figuras excepcionales de sustitutos y suplentes. En desarrollo del Pacto de Estado, el CGPJ estableció el Acuerdo de 24 abril 2002, para la elaboración del «Estudio global sobre la situación actual de los Jueces sustitutos y magistrados suplentes, y sus diversas implicaciones» y aprobó la Instrucción del CGPJ 1/2003, de 15 de enero (BOE de 20 de enero), dirigida a devolver a la justicia interina a los términos pretendidos por la ley, desde la racionalización de las sustituciones judiciales entre miembros de la Carrera  (34) .

El propio legislador se ha manifestado con anterioridad a la LOINOJ sobre la necesidad de reducir la incidencia de la justicia interina, en concreto en la Ley Orgánica 19/2003, de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dando su actual regulación al régimen de sustituciones judiciales y, con la reforma del art. 308 de la LOPJ, regulando la figura del Juez adjunto, en la que se integran aquellos aspirantes a ingresar en la Carrera Judicial por la categoría de Juez aprobados que no pudieron ser nombrados jueces titulares de órganos judiciales, los cuales ingresarían en la Carrera Judicial en calidad de jueces adjuntos, tomando posesión ante el Presidente del Consejo General del Poder Judicial, al que quedarían adscritos a los efectos previstos en la propia LOPJ  (35)  (aunque esa potestad en diversas ocasiones se ha delegado por el CGPJ a favor de los Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas): hasta entonces, esa denominación correspondía tan sólo a los jueces que hubieran aprobado el curso teórico de formación inicial en la Escuela Judicial, quienes ostentarían dicha condición durante su período de prácticas hasta la obtención de sus destinos jurisdiccionales  (36) . Los jueces adjuntos, conforme con la redacción dada por la Ley Orgánica 19/2003 al art. 308.2 de la LOPJ, tenían preferencia sobre los sustitutos en cualquier llamamiento para el ejercicio de sus funciones, pero se trataba de una situación provisional, hasta tanto no se produjera la oportuna vacante de Juez de entrada, lo cual se traducía en que antes de que el Juez sustituto actuase se tenía que dar una cadena de circunstancias caracterizada por el hecho de que no pudiera realizar la sustitución el Juez titular sustituto legal ni un Juez adjunto, en los términos de este último precepto  (37) .

2.2.  Régimen legal de los jueces de adscripción territorial en la LOINOJ

La LOINOJ introduce por su parte a los denominados jueces de adscripción territorial, a través de la regulación ex novo del art. 347 bis de la LOPJ, un precepto compuesto por cuatro apartados contenido en el nuevo Capítulo VI bis del Título I de su Libro IV (De los Jueces y Magistrados). Según el Preámbulo de la LOINOJ, la figura de los jueces de adscripción territorial se concibe para el ejercido de la función jurisdiccional en las plazas que se encuentren vacantes, como refuerzo de órganos judiciales, o en aquellas otras cuyo titular se prevea que estará ausente por tiempo superior a un mes (Preámbulo, II, § 2). Lo anterior coincide literalmente con alguna de las manifestaciones vertidas durante el trámite parlamentario del Proyecto de LOINOJ  (38) . Nada de ello se dice, sin embargo, en el texto del art. 347 bis de la LOPJ, lo que nos parece un defecto técnico de la norma que deberá ser integrado en el ulterior desarrollo reglamentario del mismo por el Consejo General del Poder Judicial, el cual deberá estar a lo manifestado en Preámbulo (sin entrar a debatir aquí la controvertida cuestión sobre el valor normativo de preámbulos legislativos y exposiciones de motivos).

No es ésa, empero, la única omisión de la ley en relación con los jueces de adscripción territorial. El precepto se limita a establecer el ámbito territorial de estos jueces: la Provincia (art. 347 bis. 1 de la LOPJ), aunque en las Comunidades Autónomas pluriprovinciales, cuando lo requieran razones del servicio, se podrá realizar llamamientos para órganos judiciales situados en otra provincia, siempre que sea dentro del territorio de la Comunidad Autónoma (art. 347 bis.3 de la LOPJ); también indica el precepto, a diferencia de lo previsto en el art. 308.2 con respecto a los jueces adjuntos, que los jueces adscritos dependen, ex lege, de los Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia y no del Presidente del Consejo General del Poder Judicial (art. 347 bis. 2 y 3 de la LOPJ), aunque este órgano de gobierno había delegado ya, como hemos señalado, en las Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores las competencias para la recepción de juramento o promesa de los jueces adjuntos  (39) . Junto a lo anterior, el precepto comentado se limita a incluir la norma de habilitación legal para crear las plazas de jueces adscritos, que no es otra que la propia Ley 38/1988, de Demarcación y Planta Judicial, y añade que su provisión se realizará por concurso, teniendo en cuenta las previsiones establecidas en la LOPJ en la materia, cuando de Comunidades Autónomas con más de una lengua oficial se trata  (40) .

Pocos detalles aporta el nuevo art. 347 bis de la LOPJ acerca de los términos de celebración de ese concurso. Por ejemplo, la ley no establece limitaciones o restricciones de los jueces de adscripción territorial para ningún orden de la jurisdicción, lo que induce a pensar que sí es posible la adscripción a cualquiera de ellos, en función de las necesidades momentáneas de la Administración de Justicia: tampoco se aclara si el Juez adscrito puede variar de orden jurisdiccional (esto es, si puede haber llamamientos sucesivos para actuación, dentro de la provincia, en órganos jurisdiccionales de diferentes órdenes, si estuvieran vacantes); la misma conclusión cabe extraerse, con el solo texto de la ley, a propósito del silencio del art. 347 bis de la LOPJ sobre el tipo de vacantes que pueden ser cubiertas por jueces adscritos (si se trata de órganos colegiados o sólo unipersonales, por ejemplo); más difícil es aventurar qué hacer en casos en que la vacante se produzca en una plaza de magistrado especialista, y si en ese supuesto la cobertura provisional del Juez adscrito podría ser brindada aunque se careciera de la debida especialización requerida para ser magistrado titular del destino. Otros silencios de la LOPJ -que deberán ser cubiertos, en consecuencia, en su desarrollo reglamentario-, afectan, por ejemplo, a la existencia o no de reserva de plazas para determinadas categorías judiciales, si los destinos de jueces de adscripción territorial se dirigen en exclusiva para los concursos de entrada, de ascenso o si cabe también en concursos de traslado, entre otros asuntos. Tampoco se les reconoce el derecho a concursar con preferencia a los jueces y magistrados que sí ocupen vacante en propiedad. Todo ello deja un gran margen de desarrollo al Consejo General del Poder Judicial por vía reglamentaria, contando además con el hecho de que, si nos atenemos a lo afirmado en el Preámbulo de la LOINOJ, es posible la utilización de la figura de los jueces adscritos dentro de los planes de refuerzo (ver arts. 216 bis de la LOPJ y ss.): algo que, en aras de la seguridad jurídica, exigirá la revisión de los reglamentos de desarrollo de la legislación orgánica judicial.

Un asunto que merece atención separada es el hecho de que nada diga la LOPJ, tras la reforma de la LOINOJ, sobre la compatibilidad entre el Juez de adscripción territorial y el Juez adjunto. Poco esfuerzo hubiera costado al legislador aclarar si el nuevo art. 347 bis de la LOPJ implica la derogación tácita del art. 308.2 del mismo cuerpo legal, que no se toca por la Ley Orgánica 1/2009. Queda todo pues en manos del intérprete de la ley (en su caso, por medio de la aplicación de la disposición derogatoria general de la LOPJ), y aunque en principio la falta de derogación pueda entenderse como la tácita voluntad de mantenimiento de las dos figuras (reservando la del Juez adjunto sólo para el supuesto de los jueces de entrada sin destino al tiempo de ingresar en la Carrera Judicial), lo cierto es que la convivencia de ambos preceptos se antoja de compleja articulación reglamentaria y práctica.

Menos dudas plantea la convivencia de los jueces de adscripción territorial con los jueces y magistrados sustitutos. La LOINOJ parte de la base de que es inevitable mantener la justicia interina, si bien reduciendo su ámbito de actuación. El legislador opta y propone un modelo en el cual jueces adscritos y jueces interinos han de repartirse todo el cuadro de incidencias que se produzcan con ocasión de la producción de vacantes en órganos judiciales que puedan afectar al normal desenvolvimiento de sus funciones. No lo dice el art. 347 bis de la LOPJ sino, recordemos, el Preámbulo de la LOINOJ: en la medida en que la voluntas legislatoris que este encarna pueda imponerse a futuras interpretaciones de la voluntas legis, hemos de concluir que se veda el acceso de jueces sustitutos y magistrados suplentes a aquellos destinos que impliquen larga duración en la vacante (por tiempo superior a un mes) o para la aplicación de medidas de refuerzo. Los jueces sustitutos y los magistrados suplentes reducirán su campo de atribuciones al resto de los casos, especialmente a las sustituciones de carácter ocasional, para celebrar vistas o para constituir sala (se trata de una mera conclusión provisional sobre el texto de la ley, que el legislador o la jurisprudencia se encargará de confirmar o de combatir). Lo que queda por ver es si incluso con la introducción de los jueces de adscripción temporal se evita absolutamente que un Juez sustituto o un magistrado suplente pueda hacerse con vacantes de larga duración. Para ello, será precisa la creación de un número de plazas de adscritos muy significativo. Cuando este texto se redacta, la información que manejamos apunta a la previsión de crear un total de cincuenta jueces de adscripción territorial en el conjunto de las Comunidades Autónomas, por parte del Ministerio de Justicia, cifra que, salvo mejor opinión, nos parece insuficiente para cumplir los propósitos que plantea la LOINOJ en relación con los jueces interinos.

La reducción de su ámbito de competencia no significa, empero, una tacha generalizada hacia el colectivo de jueces sustitutos y magistrados suplentes, sino que debe interpretarse como un esfuerzo por limitarlos a la finalidad excepcional que éstos cumplen en nuestra administración de Justicia. De hecho, en diferentes ocasiones se ha tratado de brindar instrumentos para su integración en la Carrera judicial: los más recientes son, por una parte, el frustrado intento de regulación de la llamada justicia de proximidad, acometido en la VIII Legislatura dentro del primer proyecto de desarrollo de la Nueva Oficina Judicial y, más recientemente, la modificación de las bases de baremación de los méritos de los jueces interinos a la hora de participar en el concurso de acceso a la Carrera Judicial por la categoría de magistrado, para juristas de más de diez años de ejercicio profesional: a este respecto, en el seno del Consejo General del Poder Judicial impera la idea de reducir el peso curricular de otros méritos académicos y de primar la experiencia profesional de los jueces interinos y, con ese mismo fin, se ha convocado un turno de acceso para juristas con experiencia mixta en Derecho civil o mercantil y derecho penal, norma que puede favorecer a los jueces sustitutos en la fase de concurso, dentro de este concreto proceso de selección  (41) .

Cuestión aparte es la referente a si el Juez de adscripción territorial cumple con todas las garantías constitucionales o no. No cabe discutir que su paso por el proceso selectivo de acceso a la Carrera Judicial constituye una garantía frente a la que a priori ofrece el Juez interino, sin embargo, no es tan claro que esa garantía se produzca en el caso de la inamovilidad: es cierto que las adscripciones de larga duración garantizan la inamovilidad del Juez adscrito durante su período de actividad  (42) , pero no ocurre así en el caso de que deba ser renovado durante la pervivencia de la vacante que provocó su abstención, por lo que reglamentariamente se deberán extremar las garantías para evitar abusos en esa dirección, que afecten a la independencia del Juez adscrito.

Por último, sí hay normas relativas a los jueces de adscripción territorial en la Ley 13/2009. Su artículo decimosexto modifica la Ley 5/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal, a la que añade una disposición adicional octava para determinar el criterio de retribución que les corresponde: «los Jueces de adscripción territorial a los que se refiere el art. 347 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial percibirán», dice la reforma, «en concepto de retribuciones complementarias fijadas en esta Ley, aquellas que correspondan al órgano en el que sirven». Las retribuciones básicas serán las previstas en esta Ley de acuerdo con su categoría. Eso significa que durante el tiempo en que no se encuentren adscritos a órgano alguno no percibirán esos complementos, lo que dibuja un panorama de poca estabilidad dentro de esta categoría judicial.

3.  Modificaciones en las normas reguladoras de los concursos de la Carrera judicial

Dentro también de las normas destinadas a la agilización de la Justicia, se cuenta, a juicio del Preámbulo de la LOINOJ, el cambio en el sistema de provisión de plazas en determinados órganos colegiados. Expresamente se cita en él el supuesto de los concursos de acceso a destinos en las Audiencias Provinciales, tratado en la LOINOJ (art. primero punto nueve) a través de la reforma del art. 330.5 de la LOPJ. Pero no es ésta la única novedad de la Ley Orgánica 1/2009 en materia de concursos dentro de la Carrera Judicial: la LOINOJ da una nueva redacción a los apartados 2, 3 y 7 del mismo art. 330 de la LOPJ, en relación con los concursos para acceder a vacantes de las Salas de lo contencioso-administrativo y de lo social de los Tribunales Superiores de Justicia y de la Audiencia Nacional.

Del mismo modo, el punto siete del artículo primero de la LOINOJ introduce un apartado bis tres en el art. 329 de la LOPJ, en relación con los concursos para acceder a vacante en los Juzgados especializados en materia de violencia sobre la mujer, y el punto seis del mismo precepto reforma el art. 311 de la LOPJ, en relación con los concursos de ascenso de la categoría de Juez a la de magistrado: la LOINOJ, sin embargo, incluye este último precepto entre las medidas introducidas en la reforma de la LOPJ con el objeto de conciliar la vida laboral y familiar de los jueces y magistrados (de conformidad con el apartado IV, § primero, de su Preámbulo), razón por la cual el contenido de la reforma de este concreto artículo será abordado en el epígrafe correspondiente a las normas sobre conciliación de la vida familiar y laboral de los integrantes de la Carrera Judicial.

3.1.  Provisión de vacantes en las Audiencias Provinciales en secciones civiles, penales o mixtas

La modificación legal de los criterios de resolución de los concursos para la provisión de vacantes en las Audiencias Provinciales responde al objeto de evitar situaciones de injusticia en la valoración de los aspirantes a dichas vacantes, cuando su desempeño profesional se ha proyectado tanto en el orden jurisdiccional civil como en el orden jurisdiccional penal, algo que ocurre, por ejemplo, a los jueces o magistrados que hayan ejercido la función jurisdiccional en Juzgados mixtos (primera instancia e instrucción) o en secciones mixtas de las Audiencias Provinciales.

El criterio tradicionalmente seguido en este punto era estrictamente el de antigüedad en el escalafón judicial, sin atender al grado de especialización de cada magistrado en las materias propias, civiles o penales (o ambas) de la sección de la Audiencia en la que se producía la vacante. De este modo, el art. 330.1 de la LOPJ, en su tenor original y hasta su reforma en 2003, establecía lo que sigue: «Los concursos para la provisión de las plazas de magistrado de las Salas o Secciones de la Audiencia Nacional, de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias [Provinciales] se resolverán a favor de quienes, ostentando la categoría necesaria, tengan mejor puesto en el escalafón».

La reforma orgánica operada por la Ley Orgánica 19/2003 entendió necesario el cambio de paradigma legal para resolver este tipo de concursos, pues consideraba injusto basar la resolución del concurso exclusivamente en la categoría y antigüedad, sin tener en cuenta la antigüedad de cada aspirante/solicitante en el orden jurisdiccional al que pertenece la vacante: de ese modo, sin tomar en consideración esta variable, tendría preferencia para acceder a una vacante en una sección penal de una Audiencia Provincial un magistrado de mayor antigüedad que hubiera desempeñado la mayoría de su quehacer en el orden social, sobre otro más moderno en el escalafón, que siempre hubiera ejercido la jurisdicción en el orden penal, lo que se tenía como solución injusta desde el punto de vista de la selección del mejor candidato posible para la vacante.

La Ley Orgánica 19/2003 justificaba la reforma de los criterios para la resolución de concursos en la apuesta decidida «por la especialización, sentando las bases para que en su acceso se valoren, bien conocimientos específicos, bien experiencia previa en el correspondiente orden jurisdiccional, aun cuando tales criterios se combinen con el de la antigüedad»  (43) .

El resultado de reforma consistió en la introducción de variables correctoras del criterio de categoría y antigüedad, de manera tal que se pudiera valorar la experiencia del candidato en el orden jurisdiccional. Así, si hubiera en la Audiencia varias secciones y éstas estuvieran divididas por órdenes jurisdiccionales, tendrían preferencia en el concurso aquellos magistrados que vengan prestando servicios en el orden jurisdiccional correspondiente durante los seis años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria, computándose la antigüedad en órganos mixtos por mitad a estos solos efectos (art. 330.5 a) de la LOPJ). Si hubiera una o varias secciones de las Audiencias Provinciales que conozcan en segunda instancia de los recursos interpuestos contra todo tipo de resoluciones dictadas por los Juzgados de lo Mercantil, tendrían preferencia en el concurso para la provisión de sus plazas aquellos Magistrados que, acreditando la especialización en los asuntos propios de dichos juzgados, obtenida mediante la superación de las pruebas selectivas que reglamentariamente determine el Consejo General del Poder Judicial, tuvieran mejor puesto en su escalafón. En su defecto, se cubrirían con los magistrados que acreditasen haber permanecido más tiempo en el orden jurisdiccional civil. A falta de éstos, por los magistrados que acreditasen haber permanecido más tiempo en órganos jurisdiccionales mixtos (art. 330.5 b) de la LOPJ, según la Ley Orgánica 19/2003).

La LOINOJ, suprime el inciso final del art. 330.5 a) de la LOPJ en su versión anterior, de manera que la antigüedad de quienes hubieran venido prestando servicios en órganos mixtos no se divida por la mitad, a efectos de computar el ejercicio efectivo en el orden jurisdiccional de que se trate. Igualmente, se modifica el plazo de cómputo que ya no son sólo seis años inmediatamente anteriores, sino seis años dentro de los diez últimos de ejercicio profesional inmediatamente anteriores a la convocatoria, manteniéndose ese mismo criterio en todos los concursos de provisión de vacantes en las Audiencias Provinciales, con independencia de que sus secciones sean mixtas o estén especializadas. La nueva redacción del art. 330.5 de la LOPJ divide el apartado a) anterior en apartados a) y b), de forma más sistemática.

Parece claro que se trata de una norma de equidad con la que se resuelve una de las principales críticas, desde dentro de la Carrera Judicial, contra el sistema de concursos propuesto por la Ley Orgánica 19/2003. Lo que no se explica, sin embargo, es que la modificación se justifique, tanto en el Preámbulo de la LOINOJ como en la enmienda que dio pie a la reforma, para «Adecuar el art. 330 de la LOPJ a las necesidades de conciliación de la vida personal, laboral y familiar»  (44) .

3.2.  Provisión de vacantes en las secciones mercantiles de las Audiencias Provinciales

El artículo primero, punto nueve, de la LOINOJ añade dos nuevas letras, c) y d), al art. 330 de la LOPJ, que actualizan y mejoran técnicamente lo hasta ahora regulado en el propio art. 330.5 de la LOPJ, letra c).

Hasta la reforma de noviembre de 2009, el criterio seguido por la LOPJ para proveer destinos en las secciones especializadas en materia mercantil dentro de las Audiencias Provinciales contra resoluciones dictadas por jueces de lo mercantil consistía en dar preferencia en el concurso a los Magistrados que, acreditando la especialización en los asuntos propios de lo mercantil (obtenida mediante la superación de las pruebas selectivas que reglamentariamente determine el Consejo General del Poder Judicial), tuvieran mejor puesto en su escalafón. En su defecto, se cubrían con los magistrados que acrediten haber permanecido más tiempo en el orden jurisdiccional civil y, a falta de éstos, por los magistrados que acreditasen haber permanecido más tiempo en órganos jurisdiccionales mixtos.

El criterio cambia con la nueva redacción de las letras c) y d) del art. 330.5 de la LOPJ: en primer lugar, se discrimina, en función de que la sección especializada tenga competencia compartida con el resto de las apelaciones propias del orden civil (letra c), y en segundo lugar, el supuesto de provisión de vacantes en secciones especializadas en lo mercantil con carácter excluyente, en virtud de la aplicación del art. 80.3 de la LOPJ  (45) . En virtud de esta norma, la Comisión Permanente del CGPJ acordó el 20 de marzo de 2007 la elevación al Pleno del CGPJ de una serie de criterios para determinar la preferencia en la provisión de destinos en estas Secciones especializadas, con especial mención de las que ostentan competencia mercantil exclusiva (al tiempo del Acuerdo, la Sección 15.ª de la Audiencia Provincial de Barcelona, la Sección 8.ª de la Audiencia Provincial de Alicante y la 28.ª de la Audiencia Provincial de Madrid  (46)  ): estos criterios constituyen el germen de las letras c y d del art. 330.5 de la LOPJ, según la LOINOJ. Se trataba en esencia de evitar conducir a la postración profesional a los magistrados que, aún expertos en materia mercantil, no hubieran accedido formalmente a la categoría de magistrados especialistas en lo mercantil.

Para el caso de que la sección pueda conocer de asuntos no mercantiles, no existe ya preferencia absoluta de los magistrados especialistas, sino una reserva de una plaza de las que integren la plantilla de la sección. En caso de que la sección esté integrada por cinco o más magistrados, la reserva de plaza para especialista se incrementa a número de dos, manteniéndose la proporción en incrementos sucesivos. Si la sección conoce con carácter exclusivo de la materia mercantil, se mantiene el mismo criterio, antes expuesto, del art. 330.5 b) de la LOPJ conforme la Ley Orgánica 19/2003.

Como novedad, en el primero de los casos, se establece una regla de flexibilización para el caso de que, por adquirir uno de los magistrados de la sección la condición de especialistas, se alterase la proporción de magistrados especialistas/no especialistas en lo mercantil: de darse el caso, el magistrado afectado puede continuar en su destino hasta que se produzca la primera vacante que le permita concursar.

3.3.  Novedades en los concursos en las Salas y Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo y Salas de lo Social

De norma de flexibilización técnica debe conceptuarse la modificación de los apartados 2, 3 y 7 del art. 330, en relación con los criterios de preferencia para resolver concursos de provisión de vacantes en las Salas de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia. En estos apartados se mantiene en esencia el criterio de reserva de plaza (Tribunales Superiores) o de preferencia absoluta (Audiencia Nacional) de los magistrados especialistas en lo contencioso-administrativo o de lo social, con una reserva mínima, en el primer supuesto, de una plaza con una proporción de dos magistrados especialistas por cada cinco o más magistrados integrantes de la Sala o sección, en una norma asimilada a la establecida en las secciones mercantiles de las Audiencias Provinciales. Para la Sala de apelaciones de la Audiencia Nacional se sigue manteniendo la preferencia de los magistrados especialistas en Derecho penal, manteniéndose la vaguedad del precepto original, pues al no existir pruebas oficiales de especialización en esta rama del Derecho por el Consejo General del Poder Judicial, la cuestión de qué magistrados están especializados en Derecho penal y cuáles no está sujeta a la valoración del intérprete.

La novedad sustantiva de la reforma, en este punto, se produce para el caso de que no concursen magistrados especialistas. En este supuesto, la preferencia no la ostentan ya quienes hayan prestado servicios en el orden correspondiente en los ocho años inmediatamente anteriores a la convocatoria, sino que se amplía a quienes hayan prestado servicios en ocho años dentro de los doce últimos, lo que permite ampliar, de forma más flexible, el número de posibles aspirantes a las vacantes que se generen.

Este mismo criterio de flexibilización se establece en la nueva redacción dada al art. 329.5, II de la LOPJ, con respecto a los concursos para provisión de vacantes en los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo: en defecto de magistrado especialista aspirante, la preferencia en el concurso corresponde a quienes hayan prestado servicios en ocho años dentro de los doce últimos.

3.4.  Provisión de plazas en los órganos especializados en violencia sobre la mujer, juzgados centrales de instrucción, centrales de lo penal, centrales de menores y de vigilancia penitencia

El punto ocho del artículo primero de la LOINOJ modifica los criterios para provisión de destinos judiciales en los órganos especializados en violencia sobre la mujer, de conformidad con lo establecido por la Ley Orgánica 1/2004, de medidas de protección integral contra la violencia de género, y para ello modifica el art. 329 de la LOPJ, añadiendo un nuevo apartado 3 bis y modificando el apartado 5, impulsado por el aval que el Tribunal Constitucional ha dado a la especialización de juzgados en materia de violencia sobre la mujer  (47) . El contenido de la reforma consiste en el establecimiento para los que obtuvieran plaza por concurso o ascenso en estos órganos del deber de realizar cursos de especialización en materia de violencia de género, como forma de mejor servir a los fines de especialización previstos en la Ley Orgánica 1/2004. No se trata, pues, de un requisito previo o condición necesaria para poder participar con éxito en el concurso, sino de un deber ex post facto, cuyo incumplimiento debería deparar consecuencias disciplinarias para el magistrado a que se refiera.

Por último, en lo que concierne a los juzgados centrales de instrucción, centrales de lo penal, centrales de menores y de vigilancia penitencia, la modificación del art. 329.5 de la LOPJ se limita, nuevamente, a ampliar el requisito de antigüedad en la jurisdicción penal de los ocho años inmediatamente anteriores a la convocatoria a ocho a los de los doce últimos anteriores, en concordancia con lo establecido en los apartados 2, 3, 5 y 7 tras la reforma.

III.  REFORMA DE LA JUSTICIA UNIVERSAL (ART. 23 DE LA LOPJ): LA COMPETENCIA INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES PENALES ESPAÑOLES

Uno de los aspectos de la LOINOJ de mayor repercusión pública es la modificación operada en el art. 23 de la LOPJ, que es el precepto que regula, en nuestro derecho, la competencia internacional de los juzgados y Tribunales integrados en el orden jurisdiccional penal. El art. 23.4 de la LOPJ constituyó, en un primer momento, una gran novedad dentro de nuestro ordenamiento jurídico, y todavía hoy lo constituye, tanto por su singularidad con respecto a los fueros sobre los que tradicionalmente se ha fundado la jurisdicción penal del Estado, como por la repercusión interna e internacional que han experimentado algunos de sus pasajes a lo largo de estos años, especialmente debido a la actividad de los Tribunales españoles en causas de gran repercusión pública  (48) .

El art. 23.4 de la LOPJ se divide en cinco apartados, de los cuales los cuatro primeros establecen los fueros de competencia internacional. En el apartado primero se mantiene, como regla general coherente con la concepción del ius puniendi como una derivación de la soberanía del Estado, el principio de territorialidad o forum delicti comissi, según el cual los jueces españoles son competentes para conocer de las causas por delito o falta cometidos en territorio español o en buques o aeronaves de pabellón español, a salvo de lo que establecido en Tratados internacionales  (49) : la regla es por demás coherente con los fueros de competencia territorial contenidos, dentro de la legislación procesal, en los arts. 14 y 15 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal  (50) .

Pero la ley no se limita a ello, y a continuación enumera una serie de fueros especiales, en atención a diferentes principios. El art. 23.2 de la LOPJ constituye una excepción al forum delicti comissi, al atribuir competencia a los Tribunales españoles, con independencia del lugar del hecho punible, siempre que el supuesto responsable del hecho fuera español o hubiera adquirido con posterioridad al hecho la nacionalidad española: el principio de territorialidad cede, pues, a favor del principio de personalidad. El apartado 3 del art. 23 de la LOPJ establece otra serie de fueros, para casos en que se haya cometido fuera del territorio nacional hechos punibles contra determinados intereses españoles, en los casos que la propia norma enumera, sean o no españoles los supuestos autores del hecho y siempre que sea delictivo conforme a la ley española  (51) .

Por último, el art. 23.4 de la LOPJ regulaba desde su promulgación otra serie de fueros de competencia internacional basados en hechos punibles cometidos fuera del territorio español, con independencia de que en su comisión hayan intervenido españoles o de que el hecho se haya dirigido o no contra sujetos o intereses españoles. La ratio essendi de este extenso fuero de competencia internacional es el denominado principio de justicia universal, a través del cual se pretende evitar la impunidad de determinados hechos muy graves y merecedores de especial reproche social, de interés para la comunidad internacional y punibles conforme el derecho interno o internacional  (52) : genocidio, terrorismo, piratería y apoderamiento de aeronaves, falsificación de moneda extranjera, delitos relativos a la prostitución y los de corrupción de menores o incapaces, tráfico ilegal de drogas y determinadas sustancias, tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, y cualquier otro que deba ser perseguido en España, de acuerdo con los tratados internacionales. En estos casos no se requería originalmente punto de conexión personal o territorial del hecho o sus autores con España (en el caso de la mutilación genital, también enumerado en el art. 23.4 de la LOPJ, se exige, como excepción, que los responsables se encuentren en España), y, por supuesto, la competencia de los Tribunales españoles queda condicionada a que no se impongan requisitos específicos para la persecución del delito en tratados internacionales suscritos por España  (53) .

La reforma de la LOINOJ (art. primero, punto uno) afecta precisamente a este apartado 4, y también al apartado 5 de la LOPJ  (54) . Pocas novedades plantea el nuevo texto de este segundo, al que la reforma afecta con una mejora de redacción así como con la aclaración de que la exigencia de que el reo no haya sido absuelto, condenado o indultado, salvo para cumplir la parte de la condena que reste por cumplir, como consecuencia del non bis in idem se exigirán en todo caso.

Más enjundiosa es la reforma del art. 23.4 de la LOPJ. En primer lugar, se mejora la relación de fueros que hacen competente a los Tribunales españoles al amparo del principio de justicia universal al añadirse, junto con los señalados anteriormente, los delitos de lesa humanidad  (55)  y los crímenes de guerra. Se introducen, además, dos nuevos párrafos que, en algún caso, han sido objeto de gran polémica: en concreto, nos referimos al nuevo párrafo II del art. 23.4 de la LOPJ, en cuya virtud: «Sin perjuicio de lo que pudieran disponer los tratados y convenios internacionales suscritos por España, para que puedan conocer los Tribunales españoles de los anteriores delitos deberá quedar acreditado que sus presuntos responsables se encuentran en España o que existen víctimas de nacionalidad española, o constatarse algún vínculo de conexión relevante con España y, en todo caso, que en otro país competente o en el seno de un Tribunal internacional no se ha iniciado procedimiento que suponga una investigación y una persecución efectiva, en su caso, de tales hechos punibles».

La reforma del art. 23.4 de la LOPJ tiene pleno sentido, si nos fijamos en el cambio del contexto en el que fue regulado: en 1985, la única forma de política criminal compartida derivaba del derecho de extradición, pues el Convenio Europeo de 1982 asimilaba el derecho interno al de los demás derechos nacionales presentes en el convenio, mientras que veinte años después la comunidad internacional ha optado no por conceder un derecho a la justicia universal ilimitado a cada Estado, sino por la creación de la Corte Penal Internacional  (56) . En definitiva, el legislador restringe la amplitud con que el art. 23.4 de la LOPJ reconocía, en la redacción derogada, el principio de justicia universal, decantándose por una de las dos posiciones enfrentadas por los juristas en España. La dinámica de aplicación de los fueros contenidos en este apartado ha conducido a la apertura de un gran debate entre autores y profesionales del derecho. El tenor original del apartado pretendía equipararnos con las naciones de nuestro entorno en la persecución de esos delitos de trascendencia transnacional o metanacional, en los cuales el bien jurídico protegido sobrepasa el ámbito fronterizo de los estados, pues se ubica en la raíz misma de los principios de convivencia y dignidad humana reconocidos desde siglos atrás en la esfera del derecho internacional público, y que se ha ido paulatinamente construyendo a través de los usos internacionales y más recientemente, sobre todo tras la Segunda guerra mundial, en diferentes instrumentos convencionales de carácter multilateral, entre los que destaca la Carta de las Naciones Unidas y el bloque que integran la Declaración Universal de Derechos del Hombre, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966 y, en el ámbito del Consejo de Europa, el Convenio de Derechos Humanos.

Es cierto, sin embargo, que lo que probablemente se ideó solamente con el fin de homologar el Derecho español al Derecho de otras naciones, en la práctica ha conducido a una profusa aplicación de sus fueros, en ocasiones en supuestos en que no existía punto de conexión personal o territorial alguno entre los hechos y los Tribunales españoles. La polémica presentaba, por otra parte, una visible dimensión política, toda vez que en no pocas ocasiones la mera incoación de actuaciones ha provocado tensiones entre España y otras Naciones con igual o mayor tradición democrática y de protección de los derechos humanos. Además, el hecho de que la LOPJ atribuya la competencia objetiva para conocer de causas por delito o falta de la competencia de los Tribunales españoles a la Audiencia, cuando el hecho se hubiera cometido fuera del territorio nacional (art. 65.1.º e) indirectamente otorgaba un gran protagonismo personal a los jueces centrales de instrucción, con el indeseado efecto de su reflejo en los medios de comunicación en asuntos de gran calado mediático, sin que ello necesariamente redundase en la reparación de los derechos de las víctimas, una reparación muchas veces circunscrita a la amplificación mediática de unos hechos, pero no ajustada a las exigencias de justicia del caso concreto inherente al ejercicio de la jurisdicción de los Estados.

Esa misma tensión se dejaba sentir, en ocasiones, en el orden interno, entre diferentes órganos e instituciones: en este plano, se recuerdan las polémicas entre la Fiscalía de la Audiencia Nacional y el Juzgado central de Instrucción núm. 5 a raíz de la admisibilidad de la querella que presenta contra el General chileno Augusto Pinochet durante su estancia en Gran Bretaña, o las producidas entre este mismo Juzgado y la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional; un estado de cosas al que no han sido ajenos la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional.

Es precisamente este último Tribunal el desencadenante del movimiento de opinión que ha conducido a la reforma del art. 23.4 de la LOPJ en los términos establecidos por la LOINOJ. En efecto, tanto la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional como la Sala segunda del Tribunal Supremo, venían exigiendo, por vía interpretativa, que la competencia de los Tribunales españoles en virtud del principio de justicia universal se limitase a los casos en que existiera un punto de conexión con España, en el caso de que hubiera españoles entre las víctimas  (57) . Lo contrario era entendido por el Tribunal Supremo, como una desviación de los fines de la jurisdicción interna de los estados, que no debe erigirse en una suerte de garante del orden interno de otros Estados a través de la aplicación del Derecho penal (STS, Sala 2.ª, de 23 de febrero de 2003, Recurso 803/2001).

El argumento del Tribunal Supremo tenía su razón de ser, puesto que, en realidad, la Justicia penal española actuaba en pugna con uno de los principios básicos del orden internacional, que es el principio par in parem non habet imperium, en un terreno en el que con frecuencia, el hecho que motiva la denuncia es el crimen de Estado. En efecto, la imposición de la jurisdicción de un Estado nacional sobre hechos cometidos en otro Estado Nacional pugna con la noción inherente al concepto de jurisdicción de potestas. La Administración de Justicia asume la tutela del Derecho penal con exclusividad, desde el reconocimiento de todos los que integran las naciones de su superioridad como poder del Estado. Ahora bien, esa relación, nacida del pacto social que los ciudadanos hacen a favor del imperio de la ley y del derecho, no es trasladable al campo internacional, en el que no existe esa relación de dependencia entre Estados, de suerte tal que uno pueda imponer su soberanía a otro. Sí cabe, por el contrario, que un Estado ceda parte de su soberanía a favor de una organización supranacional, a la que se atribuya jurisdicción: eso es lo que ocurre, precisamente, con el Tribunal Penal Internacional (regulado por el denominado Estatuto de Roma de 17 de julio de 1998), así como con los Tribunales penales internacionales ad hoc, constituidos con ocasión de determinadas situaciones delictivas de especial gravedad  (58) .

Por otra parte, y en la medida en que se conciba a la jurisdicción como una forma de tutela jurídica al caso concreto, es incluso discutible que la apertura de procedimientos por la vía del art. 23.4 de la LOPJ, en muchos casos, realmente sea capaz de ofrecer a la víctima una respuesta jurisdiccional real, o, si se prefiere, en otras palabras, es improbable que la actuación de un Estado nacional puede brindar con expectativas de justicia al agraviado o a las víctimas del delito una tutela verosímil, ante el obstáculo difícilmente salvable, que suponen usualmente las autoridades del Estado donde se cometieron los hechos.

La interpretación restrictiva del Tribunal Supremo (que entre otros argumentos se basaba en jurisprudencia del Tribunal Constitucional alemán en ese mismo sentido) fue, sin embargo, rechazada por el Tribunal Constitucional en su conocida Sentencia 237/2005, favorable a una interpretación extensiva de los fueros de competencia del art. 23.4 de la LOPJ, que reconoció jurisdicción a los Tribunales españoles para el enjuiciamiento de los crímenes de genocidio cometidos en tiempos de la Dictadura de Guatemala. Asimismo, se desacreditaba la jurisprudencia alemana citada, sobre la base otras sentencias posteriores favorables a una interpretación más amplia  (59) . La aplicación de esta doctrina ha tenido como consecuencia directa la conversión de la Audiencia Nacional y de sus Juzgados Centrales de Instrucción de facto, en órganos de justicia internacional dependientes de un Estado soberano, sin condición de órgano supranacional. E, indirectamente, que muchos de los agraviados que no tenían la opción de acceder a la Corte Penal Internacional (por ejemplo, porque el Estado denunciado no ratificó el Estatuto de Roma), acudan, subsidiariamente, a los Tribunales españoles, por causas que, independientemente de estar referidas a hechos reprobables desde el punto de vista de los derechos humanos, no tienen punto de conexión alguno con España. De este modo, en los últimos años, se han presentado denuncias ante los Juzgados Centrales de Instrucción, por ejemplo, contra el expresidentes de la República Popular China (Jian Zeming) por el genocidio en el Tibet; en el caso del secuestro del Petrolero saudí Sirius Star por piratas somalíes; o contra Benjamín Ben Eliezer y seis militares de Israel por un bombardeo en un barrio de la Franja de Gaza en 2002.

La situación anterior, como cabe imaginar, ha sido fuente de conflictos diplomáticos, y convirtió a la jurisdicción española en una firme competencia a la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, con el agravante de que ello suponía dedicar recursos cuyo foco de atención debería centrarse en la persecución del delito en España a sucesos acaecidos fuera de ella o sin la existencia de punto de conexión alguno con España.

La reforma del art. 23.4 de la LOPJ se hace sobre el espejo de la experimentada en la legislación belga, que había servido ya como modelo la española en 1985, y que comenzó, a inicios de la década a apuntar síntomas muy cercanos a los descritos en España. Para evitarlo la Ley de 3 de agosto de 2003, sobre represión de infracciones graves al derecho internacional humanitario, introdujo, en el ordenamiento jurídico belga, limitaciones que consisten, por ejemplo (art. 13) en la exclusión de competencia internacional para juzgar a jefes de Estado, de gobierno y ministros de asuntos exteriores, durante el período que ejercen su mandato así como respecto a las personas cuya inmunidad está reconocida por el derecho internacional o por un Tratado que vincule a Bélgica; tampoco podrá perseguirse a una persona durante su estancia en Bélgica, cuando haya sido invitada oficialmente por las autoridades belgas o por una organización internacional establecida en Bélgica. O en la atribución de la legitimación activa al Fiscal (art. 18), quien podrá no denunciar los hechos al Juez en determinados supuestos, entre los que están las circunstancias de hecho que aconsejen que el enjuiciamiento no se haga en Bélgica, o se atribuya a un Tribunal Internacional o a los Tribunales del Estado de procedencia del denunciado.

Esa misa línea restrictiva es la que plantea el art. 23.4 de la LOPJ en su apartado segundo, el cual exige como condiciones de procedibilidad que se acredite que los presuntos responsables se encuentran en España o que existen víctimas de nacionalidad española, o constatarse algún vínculo de conexión relevante con España. Al mismo tiempo, se introduce el principio de subsidiariedad, de suerte tal que la competencia de los Tribunales españoles decaerá en el momento en que se acredite que en otro país competente o en el seno de un Tribunal internacional se ha iniciado procedimiento que suponga una investigación y una persecución efectiva, en su caso, de tales hechos punibles. En ese caso, procederá un sobreseimiento provisional.

Al fin y al cabo, el fuero del art. 23.4 de la LOPJ se aproxima en buena medida a los fueros excepcionales de los párrafos 2 y 3 del precepto, al exigirse una conexión objetiva o subjetiva, si bien por lo que se refiere al requisito de la letra c) del art. 23.2 de la LOPJ, el sobreseimiento de la causa procede no en caso de condena o absolución firme, sino de mera litispendencia penal. La reforma probablemente no satisfará a los partidarios de la competencia expansiva de los Tribunales españoles, pero es muy razonable, y además goza del activo de haberse producido en el seno de un clima de amplio consenso parlamentario  (60)  y racionaliza la competencia de los Tribunales españoles, reduciéndola a unos términos mucho más razonables y apropiados para la jurisdicción de un Estado nacional.

En esta misma línea restrictiva, la LOINOJ no modifica el tenor del art. 23.4 de la LOPJ en el sentido de ampliar la competencia internacional a todas las conductas no sólo a los casos en que los tratados o convenios internacionales entiendan que el hecho debe ser perseguido en España (que es lo que establece, lege lata, la letra i del art. 23.4 de la LOPJ) sino a todos los casos en que, conforme el Derecho penal internacional, el hecho sea delictivo. La LOPJ es, a juicio de algún autor, excesivamente vicaria del derecho internacional convencional  (61)  (aunque en realidad sea raro que haya normas consuetudinarias que no se reflejen en instrumentos positivos), sin considerar que, en no pocos casos, la aplicación de esta norma conduce a auténticas aporías, puesto que los convenios internacionales raramente atribuyen a un Estado la potestad de perseguir ciertas conductas, confiando en su lugar a que sean los órganos legislativos nacionales quienes decidan, en ejercicio de su soberanía, tipificar o no tales conductas  (62) .

IV.  REFORMAS ORGÁNICAS RELACIONADAS CON LA CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL DE LOS JUECES

Una serie de disposiciones de la LOINOJ se justifican, de acuerdo con la expresión legal, en la «intención de mejorar la conciliación de la vida familiar y laboral para los miembros de la Carrera judicial». Esta «intención» debe enmarcarse en el grupo de medidas destinadas a la mejora técnica de la LOPJ en algunos supuestos legales, y responde a algunas de las reivindicaciones planteadas por las asociaciones judiciales al Ministerio de Justicia, en el seno del movimiento reivindicativo producido a lo largo del año 2009 dentro de la Carrera Judicial, y que hemos contextualizado en el epígrafe primero. Precisamente, la conciliación de la vida familiar y laboral del Juez aparece dentro de uno de los ocho ejes de que se compone el Plan de Modernización de la Justicia aprobado por el Consejo General del Poder Judicial en 2009, en concreto, en el que afecta al Estatuto de los miembros de la Carrera Judicial, y a la protección social del Juez (punto 7.3). Idéntico propósito está presente en el Plan Estratégico de Modernización promovido por el Ministerio de Justicia para los años 2009-2012  (63) , desde el reconocimiento de que el elemento personal es «clave y determinante para una buena prestación del servicio», y para disponer de una Justicia profesional y altamente cualificada: con ese fin se promueve un conjunto de mejoras en el estatuto y normas de funcionamiento de los distintos profesionales de la Justicia que la mayor parte de ellas estarán operativas en el segundo semestre de 2010, entre las que se encuentra la mejora de la conciliación de la vida personal y profesional, desde el objetivo de homologación de la carrera judicial con determinadas normas de la función pública.

Los preceptos de la LOPJ justificados en la conciliación familiar y laboral son, en primer lugar, la supresión del traslado forzoso de los jueces que ascendían a la categoría de magistrado, la reforma de las vacaciones de los miembros de la Judicatura y, en tercer y último término, la regulación de la excedencia voluntaria para atender al cuidado de un hijo o de otro familiar a su cargo.

1.  Supresión del traslado forzoso

El punto seis del artículo primero de la LOINOJ modifica la redacción del apartado 1 del art. 311 de la LOPJ, en lo referente al traslado forzoso de los jueces que acceden a la categoría de magistrado. El Pleno del CGPJ había acordado ya, en su reunión de 26 de noviembre de 2008, trasladar al Gobierno de la Nación, a través del Ministerio de Justicia, así como a los Grupos Parlamentarios de las Cortes Generales, la urgente reforma de la LOPJ a los efectos de la supresión del ascenso forzoso regulado en el art. 311 LOPJ. En esta materia, deberían ser analizadas cuidadosamente las consecuencias de dicha supresión, estudiando los incentivos que puedan ser oportunos para cubrir plazas con especiales dificultades.

El art. 311.1 de la LOPJ, en su redacción anterior a la reforma (que le fue dada, de nuevo, por la Ley Orgánica 19/2003), establecía en su segundo párrafo un procedimiento de ascenso de la categoría de Juez a la de magistrado que podía concluir, de darse ciertos hechos, en el ascenso forzoso del afectado. El procedimiento era el siguiente: de cada cuatro vacantes que se producían en la categoría de magistrado, dos (el 50%) se debían cubrir por jueces que ocuparan el primer lugar en el escalafón (es decir, se trata de un ascenso automático, sin que medie concurso abierto), siempre y cuando se diera cumplimiento al requisito del apartado 2 del art. 331, de acuerdo con el cual para el ascenso por escalafón será necesario que el aspirante haya prestado tres años de servicios efectivos como jueces, salvo en el caso de las vacantes reservadas a especialistas, en que el plazo de servicio efectivo es de dos años (los servicios efectivos significan que no se pueden computar a efecto de ascensos en la Carrera los años en que el Juez se encuentra en situación administrativa diferente del servicio activo, con la sola excepción de los servicios especiales). Ahora bien, el Juez en condiciones de ascenso no tenía en primera instancia por qué ascender, pues tenía la posibilidad de renunciar a la categoría de Magistrado, si lo notificaba al Consejo General del Poder Judicial en tiempo y en la forma que se determinara por éste.

La primera renuncia implica la imposibilidad de volver a participar en un concurso de ascenso por dos años, y podía efectuarse por un máximo de tres veces, pasadas las cuales el Juez debía ascender forzosamente. La renuncia al ascenso implicaba el mantenimiento del afectado en el escalafón de jueces hasta que ascendiera, así como la imposibilidad de participar en concursos de traslado durante mientras permaneciera en esa situación. Es evidente que no era del agrado de la LOPJ que los jueces se negasen a ascender, en una norma que se mantenía en la ley desde su promulgación en 1985.

Ahora bien: ¿qué razones pueden llevar a un Juez a renunciar al ascenso en la categoría de magistrado? La razón principal (posiblemente la única, en un sistema de carrera profesional como es la Carrera judicial) es evitar el traslado forzoso del destino que ocupa. Y es que el ascenso de la categoría de Juez a la de magistrado se vincula, en el Derecho orgánico judicial, al cambio de destino, toda vez que la Ley de Demarcación y Planta configura una serie de destinos dentro de la carrera que deben ser cubiertos por jueces con categoría de Juez y otros por jueces con categoría de magistrado, de manera tal que el concurso de ascenso implica necesariamente el cambio de destino. La nueva redacción del precepto suprime el apartado anterior  (64) , pero mantiene, en su nueva redacción el ascenso forzoso.

Dicho en otras palabras, el ascenso de la categoría de Juez a la de magistrado no se vincula ya a un necesario cambio de destino, aunque no podrá participar en concursos ordinarios durante el plazo de tres años. La reforma se completa con la regulación de un régimen transitorio, al añadirse una disposición transitoria trigésima novena, según la cual los jueces que, por haber renunciado al ascenso conforme a la legislación anterior, estuviesen obligados a permanecer por un tiempo determinado en dicha categoría, no podrán ascender hasta que haya transcurrido este plazo. Tras el ascenso, si optasen por continuar en la plaza que venían ocupando no podrán participar en los concursos ordinarios de traslado durante tres años (art. primero, punto veintiuno de la LOINOJ)

La reforma ha sido presentada por el legislador como una medida dirigida a conciliar la vida familiar y personal (Preámbulo, IV, § Primero de la LOINOJ), e igualmente así se planteó durante el trámite legislativo  (65) , pero también podría haber sido presentada como un reforzamiento de la inamovilidad judicial, toda vez que el traslado forzoso implica un cambio de destino no querido por el Juez, bien es cierto que no arbitrario, por estar previsto en las leyes. Aun así su supresión es un refuerzo de la independencia del Juez, además de una medida de conciliación.

La reforma del art. 311.1 de la LOPJ va acompañada de dos reformas complementarias: en primer lugar, de la del art. 318.2 de la propia LOPJ, que regula la prestación de el juramento o promesa previsto en el apartado primero del precepto. Antes de la reforma el juramento se debía prestar antes de posesionarse el Juez del primer destino o antes de posesionarse en el primer destino que implique ascenso de categoría: ahora, el juramento o promesa se vincula al ascenso de categoría, con independencia de que ello suponga o no cambio de destino (art. primero punto siete de la LOINOJ); en segundo lugar, se añade un apartado segundo al art. 334 de la LOPJ, sobre regla a seguir en caso de que haya vacantes por falta de solicitantes, de conformidad con el cual, las vacantes producidas por la renuncia a ascender serán ofrecidas mediante concurso ordinario a los miembros de carrera judicial con categoría de Juez y, en su defecto, a los jueces egresados de la Escuela Judicial, siempre que dichas vacantes no lo sean de órganos colegiados (que nunca podrán ser solicitadas como primer destino). Otra opción plausible hubiera sido la de ofrecer esas vacantes a otros miembros de la carrera judicial con categoría de magistrado, antes de hacerlo a miembros de la judicatura con categoría de Juez.

De acuerdo con la norma, es posible la cobertura de plaza de Magistrado por miembros de la carrera con categoría de Juez, incluso como primer destino (otra manera de marginar a los jueces sustitutos). En ese caso, si el Juez que renuncia al ascenso ocupa destino de Magistrado, el límite para volver a participar en concursos ordinarios se reduce a un año.

Por último, el ascenso de categoría con renuncia al ascenso no convierte la vacante ocupada en vacante de Magistrado, de suerte que, cuando el Magistrado finalmente concurse a otro destino, la vacante seguirá siendo de Juez, si así lo era con anterioridad al ascenso.

El art. 311.1 de la LOPJ contiene un par de novedades más. Por un lado, se completa la redacción del apartado en lo que se refiere a la cobertura de la tercera vacante de magistrado que se produzca, que se proveerá entre jueces mediante pruebas selectivas en los órdenes civil y penal, y, como novedad, de especialización en los órdenes contencioso, social y mercantil; por otro, se exige que cuando la vacante se encuentre en una Comunidad con más de una lengua oficial o que tenga derecho civil propio, se debe tener en consideración el conocimiento de la lengua o la especialización en el derecho foral de que se trate, a la hora de resolver el concurso.

2.  Vacaciones

En relación con la conciliación de la vida familiar y laboral, la LOINOJ reforma el art. 371 de la LOPJ, dando una nueva redacción a su párrafo primero y retocando el párrafo segundo.

El nuevo 371.1 de la LOPJ equipara el régimen de vacaciones de los jueces y magistrados con el del resto de los empleados públicos, de suerte que si en su redacción anterior los miembros de la carrera disfrutan de un mes de vacaciones, ahora podrán disfrutar de veintidós días hábiles por cada año natural o los que correspondan proporcionalmente si el tiempo de servicio en el año fue menor, lo que concuerda con lo dispuesto por el art. 50 de la Ley 7/2007 de 12 de abril, del estatuto básico del empleado público para los funcionarios públicos. A estos efectos, los sábados no se cuentan como días hábiles y se establece un sistema de abono de días adicionales de vacaciones por antigüedad (un día más por quince años, y otro por cada período adicional de cinco años, hasta un total de veintiséis días hábiles). El nuevo at. 371.1 de la LOPJ exigirá la reforma del art. 232 del Reglamento del CGPJ de 7 de junio de 2005, de la Carrera Judicial y concordantes, para adecuarlo al nuevo régimen legal.

Por su parte, el párrafo dos es modificado en el sentido de restringir el derecho a disfrutar el permiso de vacaciones durante el mes de agosto de los magistrados de órganos colegiados a los integrantes de la Sala especial del art. 61 del Tribunal Supremo, junto con los integrantes de las Salas de Vacaciones.

3.  Medidas en relación con la excedencia voluntaria para el cuidado de hijos o de familiares que convivan con el Juez

El art. 358 de la LOPJ se revisa igualmente, en beneficio de los magistrados en situación administrativa de excedencia voluntaria para el cuidado de hijos o para atención de un familiar: por un lado, se amplia de uno a dos los años de reserva de plaza, durante los cuales los magistrados excedentes podrán participar en concursos de traslado y, en lógica consecuencia en cursos de formación (que en ocasiones son preceptivos, como ocurre con la cobertura de destinos en juzgados y secciones especializados en violencia sobre la mujer).

Este precepto debe ser interpretado conjuntamente con el art. 373.7 de la LOPJ, según la redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, que reconoce que los jueces y magistrados tendrán derecho a permisos y licencias para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, y por razón de violencia de género. El Consejo General del Poder Judicial, mediante reglamento, adaptará a las particularidades de la carrera judicial la normativa de la Administración General del Estado vigente en la materia.

En concordancia con el art. 373.7 LOPJ, el CGPJ reformó, en el Pleno de 23 de diciembre de 2008, el Reglamento 1/1995, de la Carrera Judicial, en lo relativo a permisos y licencias a los efectos de su equiparación legal con los funcionarios públicos. Su principal novedad es la modificación de determinados permisos y licencias ya previstos en el Reglamento de Carrera Judicial, ampliándolos a fin de adaptarlos a los equivalentes contenidos en la normativa general de funcionarios públicos  (66) .

La competencia para otorgar estos permisos corresponde a los Presidentes del Tribunal Supremo, de la Audiencia Nacional o del Tribunal Superior de Justicia respectivo, garantizándose las medidas de sustitución necesarias para asegurar la continuidad y regularidad en la prestación del servicio y el disfrute de estos derechos por los miembros de la carrera judicial, así como empleando criterios atendiendo a la valoración individualizada de la carga de trabajo de cada órgano judicial.

V.  EL NUEVO DEPÓSITO PARA RECURRIR

1.  El nuevo depósito para recurrir como medida antifraude procesal: un argumento falaz

Una de las novedades más relevantes de la reforma orgánica operada por la LOINOJ es la introducción, como disposición adicional decimoquinta de la LOPJ, de un nuevo depósito para recurrir. Con ello, se generaliza para todo tipo de procesos (a salvo de las excepciones establecidas en la ley), una norma ahora establecida en nuestro ordenamiento jurídico en determinados recursos extraordinarios (suplicación y casación laboral) o en demandas rescisorias de sentencias firmes (recurso de revisión civil): para estos casos, la regulación hasta ahora existente opera como norma especial, lo cual implica su pervivencia y, por ende, la no aplicación en esos supuestos de las previsiones de la disposición adicional.

La generalización de los depósitos para recurrir se justifica por el legislador en la voluntad de disuadir a quienes recurran sin fundamento jurídico alguno, «para que no prolonguen indebidamente el tiempo de resolución del proceso en perjuicio del derecho a la tutela judicial efectiva de las otras partes personadas en el proceso» (Preámbulo, V de la LOINOJ).

Es, en consecuencia, una medida contra el fraude procesal o el abuso del derecho (que castiga la propia LOPJ en su art. 11 (67)  ) o al menos así se presenta. El argumento es, sin embargo, falaz, toda vez que, como se señala en esta nueva disposición adicional, el depósito se pierde, por el recurrente, si el órgano jurisdiccional no admite el recurso o la demanda (veremos más adelante qué quiere decir esto último) o confirma la resolución recurrida, sin excepciones, esto es, en todo caso; lo cual significa, siguiendo la justificación argumental que nos ofrece el Preámbulo de la LOINOJ, que o bien se presume la mala fe procesal de todo aquel que interpone un recurso, o bien que siempre que hay una inadmisión a trámite o desestimación total del mismo, se ha litigado en abuso del derecho, interpretación que implica desconocer la esencia misma de las actuaciones procesales y que los actos de petición de las partes en el proceso son consecuencia del ejercicio de un derecho fundamental (el derecho regulado en el art. 24.1 de la Constitución), y no actos necesariamente realizados en fraude de ley.

La imposición de la pérdida del depósito en todos los casos de confirmación de la disposición recurrida sobre la base de dicho argumento implica la imposición de una sanción jurídica por el mero hecho del ejercicio de un derecho, lo cual choca de manera frontal con la esencia de la tutela judicial (dicho sea con el máximo de los respetos al legislador y al supremo intérprete de la Carta Magna, el Tribunal Constitucional). Para actuar de buena fe, el recurrente debería interponer su recurso sólo cuando tuviera la seguridad del vencimiento, lo cual es una petición de principio: poco más cabe decir para censurar un argumento que se descalifica por sí mismo, que exhibe una dureza inusitada con el recurrente (a pesar del exiguo importe del depósito), sin equivalente en las normas reguladoras de la condena en costas, en las cuales el Juez tiene la facultad (de la que carece en relación con el depósito para recurrir) de no imponer la sanción cuando aprecie que existen serias dudas de hecho o de derecho en el caso (art. 394.1 de la LEC). Algo nos dice que el legislador comparte nuestra crítica, desde el punto y hora en que el Preámbulo de la LOINOJ tácitamente minimiza y excusa la exigencia del depósito por su «escasa cuantía»: un síntoma aparente de mala conciencia legislativa deducido de la propia ley.

No se explica tampoco, si es cierta la finalidad disuasoria reconocida en el Preámbulo de la LOINOJ en relación con este nuevo depósito para recurrir, que se exima de la prestación del depósito al Ministerio Fiscal y a las Administraciones Públicas y organismos autónomos dependientes de ellas: una cosa es la presunción de buena fe en la actuación de los órganos públicos, y otra que esa presunción no pueda ser desvirtuada en la esfera del proceso: la realidad cotidiana de la actuación procesal de los órganos públicos como parte procesal es, en muchas ocasiones, discutible y el uso que ellas hacen del sistema de recursos no se aleja normalmente, para bien o para mal, del que el resto de los litigantes hace, un hecho conocido por los operadores jurídicos mas, al parecer, ignorado por el legislador.

En conclusión, no parece verosímil el argumento que justifica la introducción de este nuevo depósito para recurrir en finalidad de evitar el fraude por parte de quienes recurren sin fundamento alguno. Por una parte, la cuantía que asigna el apartado 2 de la disposición adicional decimoquinta en concepto de depósito para recurrir es lo suficientemente baja como para no poder ser conceptuada de disuasoria, pues nadie que pretenda recurrir una resolución judicial se ve disuadido de hacerlo por cantidades que van de 25 a 50 euros, tenga o no el convencimiento de que su postura jurídica dentro del proceso es la correcta o de que la resolución impugnada es injusta o no conforme a Derecho. Por otra, el ordenamiento jurídico dispone de otros instrumentos para evitar el fraude en la interposición de recursos, que cumplen con satisfacción la finalidad preventiva deseada del depósito para recurrir: la condena en costas, por ejemplo, tiene en nuestro ordenamiento jurídico una finalidad claramente punitiva del litigante que pierde la instancia, y su evitación puede disuadir del eventual planteamiento de un litigio si no se cuenta a priori con probabilidades de vencimiento. Ahora bien, la condena en costas se satisface con posterioridad a la terminación del proceso, nunca se anticipa al momento de su inicio, como sí ocurre, por su lado, con el depósito para recurrir. La condena en costas al litigante vencido (o temerario) es un medio válido, más justo y proporcional, incluso más disuasorio, para combatir conductas fraudulentas.

Nada dice la norma, sin embargo, de si el pago del depósito para recurrir implica la exoneración de la condena en costas del recurrente vencido, o si el importe de la cantidad depositada se debe descontar del importe de una eventual condena en costas, lo que implica que, aunque pueden compartir el mismo objetivo, el recurrente vencido se verá, finalmente, sancionado por partida doble: con la pérdida del depósito y con la eventual condena en costas. Sí se afirma, por el contrario, la compatibilidad del depósito para recurrir con la tasa judicial exigida por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, según dispone el apartado 13 de la disposición adicional decimoquinta de la LOPJ.

2.  El nuevo depósito para recurrir como medida de financiación de la modernización de la Justicia

Más verosímil es, a nuestro parecer, el segundo argumento aducido en justificación del nuevo depósito para recurrir. «Los ingresos que se puedan generar por el uso abusivo del derecho a los recursos», dice de nuevo el Preámbulo de la LOINOJ, «se vinculan directamente al proceso de modernización de la justicia, a la creación y mantenimiento de una plataforma de conectividad entre las distintas aplicaciones y sistemas informáticos presentes en la Administración de Justicia y a financiar el beneficio de justicia gratuita. Estos ingresos se distribuyen entre el Estado y las Comunidades Autónomas con competencias en materia de Justicia». En realidad, cuando la ley habla de abuso se refiere, no al uso indebido de los recursos, sino a su uso muy frecuente; tan frecuente, que entorpece la terminación de los procesos.

Ésta es la verdadera finalidad del depósito para recurrir que regula la disposición adicional decimoquinta de la LOPJ. No es ésta, en consecuencia, tanto procesal como fiscal: el depósito se puede conceptuar, de esta manera, como de exacción parafiscal (68) , según su denominación por la derogada Ley de 26 de diciembre de 1958 de Tasas y Exacciones Parafiscales («los derechos, cánones, honorarios y demás percepciones exigibles por la Administración [...] que no figuren en los Presupuestos Generales del Estado [...] que se impongan para cubrir necesidades económica, sanitarias, profesionales o de otro orden»), que están aún en vigor, por aplicación de la Disposición Adicional Primera de La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, nueva Ley General Tributaria. La naturaleza del depósito es muy cercana a la de la tasa, en la medida en que aquélla se asocia a la financiación de un determinado servicio público; pero se separa de la tasa desde el momento en que su pago no es definitivo, sino que se condiciona a un resultado final determinado: vencer en el recurso es gratuito; por el contrario, perderlo, exige satisfacer el importe de la tasa.

Compartimos en este punto el argumento sostenido por Ramos Pérez-Olivares, en el sentido de que nos encontramos ante un tributo: «La Ley 58/2003, General Tributaria, en su art. 2, afirma que los tributos lo son cualquiera que sea su denominación. La expresión cualquiera que sea su denominación es la novedad más destacable, al imponer por encima del nomen iuris, la verdadera naturaleza de una figura jurídica. Siguiendo esta línea y al amparo de lo manifestado por la jurisprudencia, no nos encontramos ante una nueva categoría tributaria, sino que el depósito, prescindiendo de la denominación que le ha otorgado el legislador, habrá de considerarse como un ingreso de Derecho Público de carácter coactivo, y, por tanto, debemos predicar de él su condición de tributo»  (69) .

Coherentemente con dicha naturaleza, la disposición adicional decimoquinta de la LOPJ establece todo un sistema de asignación de las cantidades recaudadas entre las Administraciones con competencias en dotación de medios a la administración de Justicia (apdos. 10 a 12), lo que permite reconocer en la norma una finalidad orientada a la financiación de la Administración de Justicia -aprovechando la cantidad de recursos que, día a día, se absuelven ante los Tribunales y pensando en los costes de modernización de determinadas infraestructuras de la información-. Según la disposición adicional decimoquinta, las cantidades que se obtengan se distribuirán en la forma que se indica:

a) Los depósitos perdidos y los rendimientos de la cuenta quedan afectados a las necesidades derivadas de la actividad del Ministerio de Justicia, destinándose específicamente a sufragar los gastos correspondientes al derecho a la asistencia jurídica gratuita, y a la modernización e informatización integral de la Administración de Justicia. A estos efectos, los ingresos procedentes de los depósitos perdidos y los rendimientos de la cuenta generarán crédito en los estados de gastos de la sección 13 «Ministerio de Justicia», aunque no se dice si se ingresarán en la cuenta de depósitos y consignaciones.

b) El Ministerio de Justicia transferirá anualmente a cada Comunidad Autónoma con competencias asumidas en materia de Justicia, para los fines anteriormente indicados, el cuarenta por ciento de lo ingresado en su territorio por este concepto, y destinará un veinte por ciento de la cuantía global para la financiación del ente instrumental participado por el Ministerio de Justicia, las Comunidades Autónomas y el Consejo General del Poder Judicial, encargado de elaborar una plataforma informática que asegure la conectividad entre todos los Juzgados y Tribunales de España.

c) La cuantía del depósito para recurrir podrá ser actualizada y revisada anualmente mediante Real Decreto.

Debe descartarse, de otro modo, la naturaleza del depósito como costa procesal, aunque el art. 6.1 de la Ley 1/1996, de asistencia jurídica gratuita, incluya entre los gastos necesarios de que se exonera al titular del derecho de asistencia jurídica gratuita el pago de los depósitos necesarios. Por otro lado, la consideración del depósito para recurrir como exacción parafiscal no es incompatible con su función disuasoria y punitiva, pues las sanciones pecuniarias (en la medida en que ésta lo sea) también forman parte de los medios disponibles por la Hacienda pública para financiar al Estado y sus servicios  (70) .

Por último, es preciso señalar que la compatibilidad entre el pago de la tasa judicial ordinaria y la prestación del depósito puede ponernos ante un supuesto de doble imposición por un mismo servicio público, lo que genera dudas de legalidad del apartado 13 de la adicional decimoquinta de la LOPJ.

3.  Constitucionalidad del depósito para recurrir

El establecimiento del depósito para recurrir genera dudas de constitucionalidad, desde el punto de vista de la gratuidad de la justicia y del derecho de acceso a los Tribunales. Desde su primera doctrina, el Tribunal Constitucional ha hecho compatible la exigencia de depósitos para recurrir con el derecho de acceso a los Tribunales (art. 24.2 de la Constitución), así como con el carácter gratuito de la justicia, que proclaman el art. 119 de la Carta Magna y, en su desarrollo, el art. 20 de la LOPJ, siempre y cuando el importe no fuera disuasorio: debe entenderse materialmente disuasorio, no formalmente disuasorio, como es el depósito que regula la disposición adicional decimoquinta de la LOPJ, según el Preámbulo de la LOINOJ.

Esta doctrina, no obstante, se planteaba en el seno del proceso de trabajo, esencialmente gratuito, y para el caso de los recursos extraordinarios de suplicación y de casación: ver, por ejemplo, la STC 53/1983, que considera que «no puede decirse, por esto, que la ordenación de los recursos de casación o de suplicación laboral sujetándolos a una carga económica bien moderada y completado por un sistema de exención que comprende a los trabajadores en todo caso, y a los empresarios cuando gocen del beneficio legal de pobreza, prive del derecho a la tutela jurisdiccional o afecte a la esencia de este derecho, pues, además de imponerse para acudir a recursos extraordinarios, no impide estos recursos, ni los condiciona a exigencias exorbitantes» (en la misma línea, la STC 65/1983)  (71) .

En el caso que nos ocupa nos encontramos con la exigencia de depósito para interponer recursos ordinarios, lo que formalmente puede pugnar con las exigencias del art. 119 de la Constitución, aunque es cierto que su importe, como hemos señalado, no cabe ser conceptuado de disuasorio y, por consiguiente, difícilmente vulnerará el derecho de acceso a los Tribunales, considerando además la libertad del legislador para configurar el derecho a los recursos  (72) .

También surgen dudas de constitucionalidad de las consecuencias que anuda la ley a la falta de prestación del depósito, que no es otra, según la disposición adicional decimoquinta, apartado 7, de la LOPJ, que la inadmisión del recurso, lo que para algún autor -con respecto a las tasas judiciales- puede constituir un efecto desproporcionado en caso del incumplimiento de un deber económico de cuantía exigua  (73) .

4.  Régimen jurídico del depósito

Por cuanto a su régimen jurídico se refiere, el depósito para recurrir es exigido en todos los recursos ordinarios y extraordinarios, tanto en caso de que la resolución sea dictada por jueces y magistrados como por el Secretario Judicial, así como en los procesos de rescisión de sentencias firmes (recurso de revisión y audiencia al litigante condenado en rebeldía), si bien con excepciones. De conformidad con el párrafo 14 de la disposición adicional decimoquinta de la LOPJ, no es preciso constituir depósito alguno para preparar los recursos extraordinarios de suplicación y casación laboral, ni para el recurso extraordinario de revisión civil: en esos supuestos se mantienen en vigor las previsiones que en la Ley de Procedimiento Laboral y en la Ley de Enjuiciamiento Civil se hacen, específica y respectivamente, sobre depósito para recurrir. Tampoco es preciso constituir el depósito cuando se trata de recursos in voce, planteados contra resoluciones orales dentro del proceso (párrafo 2 de la disposición adicional decimoquinta), ni cuando se trata del recurso de reposición previo al recurso de queja (párrafo 4, II, de la disposición adicional).

Desde un punto de vista subjetivo, el depósito es exigible a todos los litigantes, con exclusión, del Ministerio Fiscal, y del Estado, las Comunidades Autónomas, las entidades locales y los organismos autónomos dependientes de todos ellos quedarán exentos de constituir el depósito referido (apdo. 5). En el orden penal es exigible sólo a la acusación popular y en el orden social -o para el ejercicio de las acciones laborales en el procedimiento concursal- a quien no ostente la condición de trabajador ni de beneficiario del régimen público de la Seguridad Social, medida esta segunda que es coherente con el art. 2 de la Ley 1/1996, de asistencia jurídica gratuita.

El importe del depósito varía en función del tipo de recurso: 30 euros, para el recurso de queja; 50 euros, para el resto de los recursos devolutivos, ordinarios o extraordinarios (con exclusión, por la razón antedicha, de los recursos de suplicación y casación laboral) así como para la rescisión de sentencias firmes (con excepción del recurso de revisión civil), y 25 euros para resoluciones interlocutorias y para la revisión de decretos del Secretario.

En cuanto al tratamiento procesal, el depósito se debe justificar al momento de interposición, anuncio o preparación del recurso, en función de cuál sea, conforme a la ley, la primera actuación del recurrente en el procedimiento del recurso. La necesidad de constitución de depósito para recurrir, así como la forma de efectuarlo (transferencia o ingreso en la entidad de crédito que corresponda, en la «Cuenta de Depósitos y Consignaciones» abierta a nombre del Juzgado o del Tribunal), debe comunicarse a las partes en cada resolución judicial. El depósito se ha de materializar con anterioridad al anuncio o preparación del recurso, momento en el que se debe acreditar en el proceso, a efectos de la admisión del recurso. El Secretario verificará la constitución del depósito y dejará constancia de ello en los autos.

No se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no esté constituido. Si el recurrente hubiera incurrido en defecto, omisión o error en la constitución del depósito, se concederá a la parte el plazo de dos días para la subsanación del defecto, con aportación en su caso de documentación acreditativa.

De no efectuarlo, se dictará auto que ponga fin al trámite del recurso, o que inadmite la demanda en el caso de proceso de rescisión de sentencia firme, quedando firme la resolución impugnada.

VI.  OTRAS REFORMAS EN LA LOPJ

Junto con las detalladas en los epígrafes anteriores, la LOINOJ introduce otras reformas en el articulado de la LOPJ, sin un nexo general entre ellas más allá de su integración en el mismo cuerpo legal y con una desigual vinculación a los criterios y normas contenidos en la Ley 13/2009 y la implantación de la nueva Oficina Judicial.

1.  Adecuación de las normas procesales en la LOPJ al nuevo papel del Secretario en el proceso

En algunas de esas normas se suprime, conforme con su nuevo tenor, la referencia al Juez como responsable de determinadas actuaciones que son atribuidas, en la Ley 13/2009, al Secretario Judicial. Así, el nuevo art. 184.2 de la LOPJ ya no exige que sea el Juez o Tribunal quien pueda ordenar la habilitación de días inhábiles; en idéntica línea, el nuevo art. 231.5 de la LOPJ tampoco atribuye al Juez la competencia para habilitar como intérprete a cualquier persona que jure o prometa conocer una lengua.

De manera igualmente concordante con el protagonismo que adquiere el Secretario Judicial en el devenir del proceso, se reforma también el art. 267 de la LOPJ, que hasta ahora regulaba la aclaración y corrección de sentencias. La reforma consiste en la introducción de un nuevo apartado siete y la renumeración o reforma mínima de los anteriores apartados siete y ocho, que pasan a ser los apartados ocho y nueve.

En cuanto al contenido de esta reforma, ésta consiste en habilitar a los secretarios judiciales para aclarar, subsanar o rectificar los decretos que dicten en el proceso, en términos análogos al tratamiento que el precepto da a la aclaración y corrección de resoluciones judiciales, así como en impedir la posibilidad de recurso contra los decretos que la resuelvan y la interrupción del plazo que quepa contra el recurso procedente contra el decreto.

2.  Modificación de las relativas a los servicios especiales y su derecho transitorio

El punto doce del artículo primero de la LOINOJ modifica, por su parte, el art. 351 de la LOPJ, que regula los supuestos de servicios especiales de jueces y magistrados, modificando el apartado d) y añadiendo un apartado f). En el apartado d) se corrige técnicamente el tenor literal, añadiéndose al supuesto de hecho de la norma el hecho de ser adscritos, además del de ser nombrados, para los destinos que se detallan en el apartado, corrigiéndose la ambigüedad generada por el adjetivo adscritos en la redacción derogada. El apartado f) es de nueva redacción y a su través se pretende dar cobertura legal explícita para determinados nombramientos de jueces o magistrados para destinos en el Ministerio de Justicia y Comunidades Autónomas. De acuerdo con la norma, los miembros de la Carrera judicial pasarán a situación de servicios especiales, también «f) cuando presten servicio en el Ministerio de Justicia en virtud de nombramiento por Real Decreto o en las Consejerías de Justicia, o asimiladas, de las Comunidades Autónomas, en virtud de nombramiento por Decreto, en cargos que tengan rango inferior al de Ministro o Consejero de Comunidad Autónoma».

En relación con el nuevo art. 351 de la LOPJ, la LOINOJ añade tres nuevos apartados (6, 7 y 8) a la disposición transitoria octava de la LOPJ. De conformidad con ellos, los miembros de la Carrera Judicial o de otros Cuerpos que, a la entrada en vigor de los apartados 6, 7 y 8 de la presente disposición transitoria, se encontraren en situación de excedencia voluntaria por la causa prevista en el apartado f) del art. 356 y, conforme al apartado f) del art. 351, les correspondiere la de servicios especiales, pasarán a esta última situación, computándose como servicios efectivos en la Carrera Judicial el tiempo que hayan permanecido en dicha excedencia voluntaria (apdo. 6). Cuando cesen en la situación de servicios especiales, salvo que hubiesen obtenido nueva plaza por concurso, quedarán adscritos con carácter provisional a las Salas del Tribunal Supremo, a las de los Tribunales Superiores de Justicia o de la Audiencia o a los Juzgados de la población en los que se encontraban destinados al cesar en el servicio activo, en función de la categoría y orden jurisdiccional en que servían. Esta adscripción se mantendrá hasta que se produzca la primera vacante de su categoría y, en su caso, turno en el Tribunal Supremo, Tribunales Superiores de Justicia, Audiencia o Juzgados a que estuvieren adscritos, la que se les adjudicará fuera de concurso y con carácter preferente.

También se añade una disposición transitoria cuadragésima a la LOPJ, aplicable a los jueces y magistrados que, a la entrada en vigor de esta disposición transitoria, se encuentren en comisión de servicios con relevación de funciones desempeñando funciones al servicio del Tribunal Supremo, pasarán en ese momento a la situación de servicios especiales en la carrera judicial, «situación en la que permanecerán hasta que las plazas sean cubiertas mediante el oportuno concurso».

3.  Presencia del Secretario en juicios y vistas documentados por medios técnicos de filmación y grabación

No poca trascendencia tiene la nueva redacción del art. 453.1 de la LOPJ, cuyo nuevo apartado segundo exime al Secretario Judicial de estar presente en las vistas, cuando se utilicen medios técnicos de grabación o reproducción. La norma constituye, a nuestro parecer, un torpedo en la línea de flotación de la regla de inmediación, pues consagra la posibilidad de celebración de actos orales sin la presencia del fedatario público, sin indicar quién ejercerá sus funciones, muy posiblemente debido a la inexistencia de plantilla suficiente de secretarios en todas las oficinas judiciales, de conformidad con el nuevo organigrama de la Oficina Judicial (nos referimos a las denominadas, en la ley, «unidades de apoyo directo») y la posibilidad de que un mismo secretario actúe en diferentes órganos jurisdiccionales, aunque no es suficiente argumento, en términos de garantías procesales, para justificar la no presencia del Secretario Judicial en la Sala de vistas.

Tampoco salva el reproche el hecho de que se matice, in fine, que en todo caso el Secretario garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado: no entendemos cómo es posible garantizar la autenticidad o la integridad sin haber estado presente salvo que: a) el secretario siga el juicio o vista desde otro lugar diferente, a través del visionado en directo de la filmación; o, b) que el Secretario Judicial visione todas las filmaciones con posterioridad a la celebración del juicio o vista.

A nuestro entender, sólo la primera opción garantiza la inmediación, aunque se trate de una inmediación impropia, y permite al secretario la redacción de un acta sucinta con la que, en su caso, poder suplir los defectos de las grabaciones o filmaciones e impedir, en la medida de lo posible, la repetición del juicio (ver arts. 147 y 187 de la LEC y concordantes).

4.  Reforma de preceptos referentes al Estatuto del Secretario Judicial y a la ordenación de la vida profesional

La LOINOJ aprovecha la ocasión para reformar algunos preceptos de la LOPJ referentes al estatuto jurídico de los secretarios judiciales, con la intención de su mejora técnica con respecto a lo vigente tras la Ley Orgánica 19/2003.

A este grupo pertenecen el nuevo párrafo añadido al art. 438.5 de la LOPJ, en cuya virtud, en aquellos partidos judiciales en que el escaso número de órganos judiciales lo aconseje, el mismo Secretario Judicial de la unidad procesal de apoyo directo podrá estar al frente de los servicios comunes procesales que se constituyan con las funciones relacionadas en el apartado 3 de este artículo, que son las funciones de registro, reparto, actos de comunicación, auxilio judicial, ejecución y jurisdicción voluntaria, o la reforma del procedimiento de abstención de los secretarios judiciales, en el art. 446.2 de la LOPJ, adecuándola a la nomenclatura de las nuevas unidades administrativas de las oficinas judiciales.

También relacionados con la ordenación de la vida profesional es la nueva redacción del art. 521.2 y 3 A de la LOPJ, sobre elaboración de las relaciones de puestos de trabajo y determinación del centro gestor y del centro de destino (art. primero, punto dieciocho de la LOINOJ) y la de la disposición transitoria cuarta de la Ley Orgánica 19/2003, sobre participación del Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias transferidas en materia de Administración de Justicia en la organización de las oficinas judiciales, muestra de la administrativización del proceso, y en la elaboración de las relaciones de puestos de trabajo. (Artículo segundo de la LOINOJ).

5.  Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura

Por último, el artículo tercero de la LOINOJ añade una disposición final única a la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, en la que se atribuyen las funciones del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura de conformidad con la Constitución, la propia LOPJ y el Protocolo facultativo de la Convención contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución 77/199, de 18 de diciembre de 2002, y entrada en vigor el 22 de junio, 2006). El objetivo del Protocolo es establecer un sistema de visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes a los lugares en que se encuentren personas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (art. 1 del Protocolo).

El art. 3 del Protocolo Facultativo dispone que cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacional, uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (el mecanismo nacional de prevención), integrado por una serie de expertos con independencia funcional de los Estados parte del Convenio (art. 18 del Protocolo): a este órgano le corresponde recibir recomendaciones u observaciones del Subcomité para la prevención de la tortura (art. 13 del Protocolo), que es el órgano internacional colegiado, compuesto por diez personas de prestigio y experiencia en el campo de la privación de libertad a personas, todas ellas de diferente nacionalidad, y puede recibir información o comunicación de personas sobre situaciones encuadrables en el ámbito del Convenio, y puede dirigir recomendaciones al Estado parte, así como entablar un diálogo con éste acerca de las medidas a adoptar por éste (art. 22 del Protocolo).

La reforma atribuye la condición de mecanismo nacional de prevención al Defensor del Pueblo, al que corresponderá, desde este momento, el ejercicio de las competencias señaladas y las que regula el art. 19 del Protocolo: a) examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en lugares de detención, según la definición del art. 4, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; b) hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de su libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas; y c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o de los proyectos de ley en la materia.

La nueva disposición final única de la Ley 3/1981 crea también un Consejo Asesor como órgano de cooperación técnica y jurídica en el ejercicio de las funciones propias del Mecanismo Nacional de Prevención, que será presidido por el Adjunto en el que el Defensor del Pueblo delegue las funciones previstas en esta disposición: normas extravagantes en una ley de la naturaleza y objeto de la Ley Orgánica 1/2009, que no merece más comentario desde el punto de vista de la finalidad de este trabajo.
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	Estamos pensando, por ejemplo, en el manifiesto de más de un centenar de profesores de Derecho procesal de toda España titulado «Por la unidad y la independencia en la Administración de Justicia y por las garantías procesales de los ciudadanos», publicado en la página web del Departamento de Derecho Procesal de la Universidad Complutense y reproducido por MonteroAroca, J., La nueva Oficina Judicial: LO 1/2009 y Ley 13/2009, Valencia, Tirant lo Blanch, 2009.
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	Disposición transitoria decimoquinta de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	El proyecto de Ley fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales (Congreso de los Diputados), VIII Legislatura, 27 de enero de 2006, amalgamando normas de dos Anteproyectos elaborados por el Ministerio de Justicia, en desarrollo de las previsiones de la Ley Orgánica 19/2003 tras su reforma de la LOPJ: el primero era el Anteproyecto de Ley por la que se modifica la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en materia de Recurso de Casación, de doble instancia penal y de Justicia de proximidad; el segundo, con denominación menos descriptiva, era el Anteproyecto de Ley Orgánica de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en materia de organización de la Administración de Justicia, complementario del anterior. Tras la emisión de los preceptivos informes por el Consejo General del Poder Judicial y el Consejo de Estado, el Consejo de Ministros decidió refundir los dos Anteproyectos en un único Proyecto de Ley, una vez desechadas algunas de las previsiones originales (como, por ejemplo, la justicia de proximidad), dando de este modo lugar al indicado Proyecto de Ley Orgánica por la que se adapta la legislación procesal a la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se reforma el Recurso de Casación y se generaliza la doble instancia penal.
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	Publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes Generales (Congreso de los Diputados), de 5 de junio de 2009, págs. 1 y ss.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Ver, sobre el particular, el Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, IX Legislatura, Comisiones, año 2009, núm. 315, correspondiente al jueves 18 de junio de 2009, págs. 2 y ss.
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	Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, IX Legislatura, 26 de junio de 2009, pág. 1: «1.º En primer lugar se ha de señalar que la Ponencia, a la vista de las enmiendas presentadas cuya aceptación propone, ha elevado a la Mesa de la Cámara su criterio favorable al desglose del artículo decimosexto (nuevo) como un Proyecto de Ley Orgánica independiente. La Mesa de la Cámara, con fecha 9 de junio de 2009, ha acordado desglosar del Proyecto de Ley de Reforma de la Legislación Procesal para la Implantación de la Nueva Oficina Judicial, su nuevo Artículo decimosexto, por el que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial que se tramitará en consecuencia como Proyecto de Ley separado, de carácter orgánico (nuevo núm. expte. 121/000028)».
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	Incidenter tantum, nos cabe decir que el fenómeno descrito recuerda vagamente, mutatis mutandis, a lo acontecido en su momento con la Ley de Demarcación y Planta Judicial, de 28 de diciembre de 1988 (la Ley 38/1988), cuya aprobación debería haberse producido no mucho tiempo después desde la promulgación de la LOPJ 1985, cuya disposición adicional primera preveía la remisión por el Gobierno a las Cortes generales, en el plazo de un año, de los proyectos de ley de planta y de demarcación judicial, entre otros, bien es cierto que en el caso de la implantación de la Oficina Judicial la demora no se debió a la falta de diligencia del gobierno en promover la iniciativa parlamentaria, sino en la ausencia de voluntad ulterior para llevar a puerto la reforma inicialmente promovida. En realidad, el Proyecto de Ley de Demarcación y Planta Judicial sería presentado al Congreso de los Diputados el 17 de mayo de 1988, cosa casi dos años de demora sobre lo ordenado en la LOPJ (Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, de 8 de junio de 1988, núm. A-083-1): curiosamente, la tramitación parlamentaria de la Ley de Demarcación y PlantaJudicial coincidió en el tiempo con la de la Ley Orgánica 7/1988, también de 28 de diciembre, por la que se crearon los Juzgados de lo penal y el procedimiento penal abreviado: en aquel caso, no obstante, no se planteó solución legislativa equivalente a la seguida en el caso de la Ley Orgánica 1/2009. Sobre la tramitación de estas dos leyes, ver De La OlivaSantos, A. (et al.), Nuevos Tribunales y Nuevo Proceso Penal, Madrid, La Ley, 1989.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Cuyo punto 12 señalaba lo siguiente: «Se reformará en profundidad la Oficina Judicial, modernizándola de manera que ofrezca una atención de calidad a los ciudadanos [...]». Entre los puntos que basarían dicha reforma aparecían: la garantía del funcionamiento ordinario de la Administración de Justicia durante todo el día, la modificación del modelo tradicional de Oficina Judicial, con diferenciación de los servicios de «apoyo directo» a cada órgano jurisdiccional y los servicios comunes, y la potenciación de las funciones del Secretario Judicial (prevista también en el punto 10 del Pacto de Estado), pilares todos ellos de las reformas contenidas en la Ley 13/2009 y en la Ley Orgánica 1/2009. Sobre el contenido del Pacto, y a favor de sus previsiones, ver ArnaldoAlcubilla, E., e IglesiasMachado, S. (coords.), El Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia, Madrid, Gobierno de Canarias y Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2002.
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	Nos referimos, como cabe imaginar, al caso del secuestro y posterior asesinato de la niña Mari Luz Cortés en la ciudad de Huelva, suceso ocurrido entre enero y marzo de 2008. Al encadenamiento de circunstancias que derivaron en el fatal desenlace no fue ajena la actuación de la Administración de Justicia, toda vez que el autor confeso de los hechos, con antecedentes policiales y judiciales por pederastia, se encontraba en libertad pero en situación de busca y captura por una previa condena por abusos sexuales contra menores, lo que dio pie a una amplia reacción contra el Juez responsable de llevar a efecto la ejecutoria. El suceso provocó una gran contestación social, favorecida por la actitud de dignidad de los padres de la víctima, que encabezaron un movimiento para el establecimiento de la cadena perpetua en España, y que llegarían a ser recibidos por el Presidente del Gobierno y por el Presidente del Tribunal Supremo. La sensibilidad contra la actuación de la Administración de Justicia (calificada por la Vicepresidenta Primera del Gobierno, M.ª Teresa Fernández de la Vega, como de «gravísimo error judicial» -ver Diario El Mundo, 2 de abril de 2008-) se incrementó tras la conclusión del expediente disciplinario abierto con el Juez y la imposición por la Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial de una sanción económica por falta grave, considerada insuficiente por los padres de la víctima, criticada diversas autoridades y recurrida por la fiscalía.
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	Sobre el discutido y discutible derecho de huelga de los jueces y magistrados, en interpretación conjunta de los arts. 127 y 28 de la Constitución de 1978, existe una numerosa literatura jurídica, de entre la que destacamos BodasMartín, R., «El derecho de huelga de Jueces y Fiscales», en Actualidad Jurídica Aranzadi, núm.84, enero de 1993, pág. 2; CalderónCerezo, Á., «Jueces y derecho de huelga», en Actualidad jurídica Aranzadi, núm. 130, dic. 1993, págs. 2-3; CastiñeiraFernández, J., El derecho de huelga de los funcionarios públicos, Cizur Menor (Navarra), Aranzadi, 2006; González DeAleja, R., La titularidad del derecho de huelga: en especial en la función pública, perspectivas jurídico críticas, Granada, Comares, 1999; PalomequeLópez, M. C., «La titularidad del derecho de huelga», Número monográfico sobre «derechos de libertad sindical y huelga», en Cuadernos de Derecho Judicial, núm. 12, 1992, págs. 175-190; SoldevillaFragoso, S., «Derechos de Huelga de jueces y Magistrados», Cuadernos de Derecho Judicial, Consejo General del Poder Judicial, núm. VII, 1993, págs. 413-424; y, más recientemente, De LaSierra, M., «La huelga de jueces y magistrados en el Derecho comparado», El Cronista del Estado Social y Democrático del Derecho, núm. 8, 2009, aparte de la bibliografía general de Derecho del Trabajo sobre derecho de huelga y derecho de huelga de los empleados públicos.
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	Celebrados, en diferente convocatoria y con desigual seguimiento, el 18 de febrero y el 8 de octubre de 2009. En el señalado movimiento de reacción desde la carrera judicial tuvo un papel decisivo el juego de la intranet judicial proporcionada por el sitio web www.poderjudicial.es, con un cruce masivo de correos electrónicos entre jueces y magistrados de toda España constituido en improvisado foro, mostrando su solidaridad con el Juez del caso de la niña Mari Luz Cortés y excusando la responsabilidad de los jueces en casos semejantes, culpándose de ello a los responsables en la dotación de medios personales y materiales a los órganos jurisdiccionales. La reacción, desde las instituciones, fue, por un lado, la presentación de un Plan de Modernización de la Administración de Justicia, por el Consejo General del Poder Judicial (aprobado plenariamente el 12 de noviembre de 2008) y de otro Plan análogo elaborado por el Ministerio de Justicia (el Plan Estratégico de Modernización de la Justicia 2009-2012, presentado en septiembre de 2009).
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	Ver Diario de Sesiones de las Cortes Generales, Congreso, de 18 de junio de 2009, núm. 315, cit., pág. 2.
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	Cuya solicitud por parte del Gobierno es preceptiva en el caso del Consejo General del Poder Judicial, exart. 108 de la LOPJ, y facultativa en el del Consejo de Estado, conforme con el art. 25 de su Ley orgánica reguladora (LO 3/1080, de 22 de abril).
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	Así, en el apartado I romanos del Preámbulo de la Ley Orgánica 1/2009.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Como reconoce la Sra. Montserrat Montserrat, portavoz del Grupo Parlamentario Popular en la Comisión de Justicia del Congreso durante el debate de aprobación de las enmiendas contra el Proyecto de Ley de reforma procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 18 de junio de 2009, pág. 18: «Señorías, al margen de todo esto, también se han tocado preceptos que no estaban incluidos en la ley de la Oficina Judicial, que no pertenecen a la ley orgánica, pero que estaban dentro de este gran pacto de los secretarios y de las asociaciones de magistrados y jueces [...] de los señalamientos de las vistas, que corresponderá a los presidentes de sala y jueces, que fijarán los criterios generales y darán las concretas instrucciones con arreglo a las cuales los secretarios señalarán las vistas; también la mejora de la presencia de los secretarios judiciales en las vistas, como antes he comentado, así como que se han introducido los depósitos»).
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	Según su vigésima segunda edición, a la que se puede acceder a través de la web www.rae.es.
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	Tras ser así ordenado por las Cortes Generales en el Debate del Estado de la Nación, celebrado el 19 de mayo de 2009: ver el Preámbulo de la LOINOJ, III, y la intervención del Sr. Villarrubia Mediavilla, Diario de Sesiones de las Cortes Generales, Congreso, 18 de junio de 2009, cit., pág, 22.
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Léase, si no, por lo rotundo, las manifestaciones del Portavoz del Grupo Mixto en el Debate de aprobación de enmiendas en la Comisión de Justicia del Congreso, Sr. Olabarría Muñoz:

«Dicho lo cual, entrando en materia, suponiendo que sea algo metafísicamente posible, vamos a intentar realizar una defensa coherente de las enmiendas que hemos presentado. Esta es una ley extraña; me va a permitir el desahogo intelectual el señor presidente, porque aquí hay materias de todo tipo. Esta es una ley que configura una miscelánea de asuntos de diferente naturaleza y condición, la mayoría de ellos, paradójicamente, no atinentes a la configuración de la Oficina Judicial. Me acuerdo que, cuando usted y yo empezamos, mucho más jóvenes y con un frescor y una ingenuidad digna de mejor causa, asistimos, no sé si lo recordará el señor presidente, a unos cursos que se impartían por el Congreso de los Diputados en relación con la regularidad y las características del procedimiento legislativo. Tuve ocasión de aprender la forma correcta de articular un procedimiento legislativo y esta ley contradice exactamente todas las invocaciones y recomendaciones que allí se hicieron. Es una ley desordenada, atípica, con preceptos orgánicos, con preceptos de naturaleza jurídico-formal ordinaria, que afecta a todas las leyes, a todos los órdenes de la jurisdicción, que afecta a cuestiones heterogéneas, desde las perspectivas más diversas que uno quepa imaginar en la más horrible probablemente de sus pesadillas [...]» (Diario de Sesiones de las Cortes Generales, Congreso, 18 de junio de 2009, cit., pág. 10): Sin comentarios.

23 Preámbulo, II, párrafo primero.
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	Apelaciones contra sentencias y autos de los jueces de lo mercantil, y la segunda instancia, para el caso de la Audiencia Provincial de Alicante, y con jurisdicción en toda España, de los recursos a los que se refiere el art. 101 del Reglamento núm. 40/1994, del Consejo de la Unión Europea, sobre marca comunitaria, y el Reglamento 6/2002, también del Consejo de la Unión Europea, sobre los dibujos y los modelos comunitarios.
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	Por la redacción dada por la Ley Orgánica 10/1992, de medidas urgentes de reforma procesal.
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	En palabras del Portavoz del Grupo Socialista del Congreso de los Diputados en el Debate en Comisión de las enmiendas, Sr. Villarrubia Mediavilla, «En este sentido se ha reformado el art. 82 de la ley orgánica, para que la tramitación de los recursos de apelación frente a resoluciones dictadas por jueces de Primera Instancia en el juicio verbal sea resuelta por un solo magistrado de la audiencia designado por turno de reparto. Con ello se logrará reducir el tiempo de respuesta en la segunda instancia en conflictos que por tratarse de asuntos que no revisten especial complejidad, no precisan se resueltos por un órgano colegiado [...].» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 18 de junio de 2009, núm. 315, pág. 21). La enmienda sería incorporada al texto del proyecto en el informe de la Comisión.
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	Art. 264 LOPJ.
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	Por ejemplo, los incidentes concursales que regulan los arts. 193 y ss. de la Ley Concursal de 2003.
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	Se trata de la enmienda 675, presentada por los Grupos Parlamentarios Socialista, Popular en el Congreso, Catalán (Convergència i Unió), Vasco (EAJ-PNV), de Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds y José Luis Perestelo Rodríguez, Francisco Xesús Jorquera Caselas y Uxue Barkos Berruezo del Grupo Mixto (Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, 5 de junio de 2009, núm. 17-17, pág. 212).
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	 (26) 

	Intervención de la Sra. Montserrat Montserrat, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso de los Diputados (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión de Justicia, 18 de junio de 2009, pág. 18.
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	Durante el debate de aprobación de enmiendas: de nuevo, la Sra. Montserrat Montserrat, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 18 de junio de 2009, últ. Cit., pág. 17.
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	Art. 212.2 de la LOPJ.
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	 (29) 

	Art. 200 de la LOPJ: «Podrá haber en el Tribunal Supremo, en la Audiencia Nacional, en los Tribunales Superiores de Justicia y en las Audiencias Provinciales una relación de Magistrados suplentes que serán llamados, por su orden dentro del orden u órdenes jurisdiccionales para los que hubieren sido nombrados, a formar las Salas en los casos en que por circunstancias imprevistas y excepcionales no puedan constituirse aquéllas, salvo cuando actúen en régimen de adscripción como medida de refuerzo conforme a lo previsto en esta Ley. Nunca podrá concurrir a formar Sala más de un Magistrado suplente».


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Grado de satisfacción que, en muchos casos, lleva a la renovación de estos juristas en sus cargos interinos año tras año desde hace décadas: la mejor muestra, sin duda, de la satisfacción que produce su trabajo a los propios jueces, puesto que la resolución de los concursos requiere, en el caso de renovaciones, del informe favorable de la respectiva Sala de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia.
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	Libro Blanco de la Justicia, Madrid, CGPJ, 1996 págs. 94 y ss.
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	Aprobada en el Pleno de 26 de mayo de 2009, pág. 29.
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	Como diferencia con el resto de los magistrados jubilados, los magistrados del Tribunal Supremo tienen derecho a ser designados como eméritos en las Salas del Tribunal una vez alcanzada la jubilación, siempre que reúnan los requisitos para ello y condicionado a las necesidades del Tribunal, según el apartado 5 que la Ley Orgánica 2/2004 añadió al art. 200 de la LOPJ.
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	 (34) 

	Sobre ésta, ver ChoclánMontalvo, J. A., «A propósito de la Instrucción 1/2003 del Pleno del CGPJ sobre régimen de sustituciones, Magistrados suplentes y Jueces sustitutos. La justicia interina y el nuevo régimen de sustituciones», Derecho y Jueces, núm. 2, enero de 2003, pág. 1 y ss.
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	La figura del Juez adjunto, no obstante, no se introduce por la Ley Orgánica 19/2003, sino por la Ley Orgánica 9/2002, de 10 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y del Código Civil, sobre sustracción de menores, cuya disposición adicional primera modificó el art. 308 de la LOPJ introduciendo a los Jueces Adjuntos: se trataba de una reforma excepcional y urgente provocada por una situación no prevista por el gobierno en las convocatorias de concursos públicos para acceso a la Carrera judicial por la Categoría de Juez, puesto que había excedente de aprobados con respecto a las vacantes de acceso existentes en aquel momento, lo que generaba un serio problema pues el art. 308 de la LOPJ, en su redacción vigente desde 1994 hasta entonces, sólo permitía que la relación de aprobados por la escuela se extendiera a un número igual al de vacantes existentes. La Ley Orgánica 19/2003 completa la regulación de los jueces adjuntos en los términos establecidos hasta el presente.
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	Acuerdo de 25 de octubre de 2000, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 2/2000 de Jueces Adjuntos.
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	 (37) 

	Así lo entienden también, VacasGarcía-Alós, L., y MartínMartín, G., Comentarios a la Ley Orgánica del Poder Judicial, vol. I, Cizur Menor (Navarra), Thompson Aranzadi, 2008, pág. 597.
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	 (38) 

	Nos referimos al Sr. Villarrubia Mediavilla, portavoz del Grupo socialista en la Comisión de Justicia del Congreso durante el debate para la aprobación de enmiendas: «Otro tema importantísimo, señorías, es la regulación de la figura de los jueces de adscripción territorial, jueces que por designación del presidente del Tribunal Superior de Justicia ejercerán sus funciones jurisdiccionales en las plazas que se encuentren vacantes como refuerzo de órganos judiciales o en aquellas otras cuyo titular se prevea que estará ausente por tiempo superior a tres meses, con carácter general, y a un mes, con carácter extraordinario. Con ello se pretende evitar en lo posible la interinidad en el ejercicio de funciones jurisdiccionales y potenciar su desempeño por miembro de la carrera judicial, lo que sin duda redundará en una ostensible mejora en la calidad del servicio público. Tendremos que concretar en el desarrollo el tanto por ciento a nivel de comunidad autónoma de los jueces de adscripción territorial que ejercerán en los distintos juzgados, en las provincias, donde haya más de una, como jueces titulares» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 18 de junio de 2009, cit., pág. 21).
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